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Compra pública inclusiva y circuitos económicos solidarios: visiones 
diversas del sector público y del movimiento social para hacer una 

economía coherente con el paradigma del Sumak Kawsay (Buen Vivir) 
- Estudio de caso Ecuador-  

Resumen 

 El Ecuador es un país en donde procesos económicos solidarios han coexistido con la 
economía capitalista desde tiempos ancestrales. Así, la economía ancestral andina en general 
está basada en una cosmovisión en la que la reciprocidad, la correspondencia y la 
complementariedad son características básicas de toda la acción humana inscrita en un proceso 
que contribuye a formas de vida en armonía con todos los seres vivos y no vivos de su entorno. 
Por otro lado, luego de varias décadas de gobiernos neoliberales, las iniciativas económicas 
asociadas y de autoempleo, en especial en las ciudades, se han constituido en una parte muy 
importante de nuestra economía. El conjunto de estas iniciativas que actualmente se denomina 
economía popular y solidaria incluyen formas de economía sea esta individual, familiar o asociada 
basada en el trabajo, de pequeña escala (micro y pequeña empresa) y  emprendimientos con 
valores solidarios. 
 
 A inicios del gobierno de Rafael Correa, se crea la Subsecretaría de Economía Social y 
Solidaria. A partir de este momento se sucedieron dos procesos simultáneos de construcción de 
sentidos y de propuestas de política pública para el sector de la economía popular y solidaria en el 
país. Por un lado, se articuló el movimiento de economía social y solidaria del Ecuador- messe, 
con el objetivo primero de constituirse en un interlocutor del Estado para la construcción de 
políticas públicas que sean relevantes y adaptadas a las características específicas y a los valores 
éticos de las organizaciones representativas de la economía solidaria que lo conformaron. Por 
otro lado, se consolidó una institucionalidad pública con sus programas y proyectos específicos, 
principalmente destinados a apoyar el sector de la economía popular. Ambos procesos, le 
asignaron una importancia especial a la construcción de mecanismos de intercambio y de 
relacionamiento entre distintos actores que compartieran una visión común sobre la necesaria 
transformación económica. En el caso del sector público, se puso énfasis a la relación entre el 
Estado, las unidades económicas populares, y unas pocas organizaciones de productores, a 
través de un mecanismo de compras públicas “inclusivas” que se realizaron en los llamados 
“circuitos” del “buen servicio”, del “buen alimento”, de la “buena manufactura”, etc. En el caso del 
movimiento social, se puso énfasis en la construcción colectiva, y partiendo de las experiencias 
concretas, de un concepto de “circuitos económicos solidarios” que permitiera articular 
intercambios fuera de la lógica del mercado auto regulado, desde un enfoque territorial pero 
también entre actores ubicados en diversos territorios que compartieran valores solidarios 
comunes. A partir de este concepto, se articularon propuestas de política pública que permitieran 
al Estado ser partícipe de estos circuitos sin desnaturalizar su sentido solidario y ni sobre 
estimular las lógicas de mercado o de redistribución frente a las lógicas de reciprocidad y auto-
consumo.  
  
 Las deficiencias en el sistema de participación ciudadana que se describieron antes han 
dificultado que estos dos procesos se articulen y se retroalimenten adecuadamente. Si bien es 
cierto que el enfoque más centrado en la economía popular que ha tomado el sector público es 
muy distinto al enfoque solidario del movimiento social, es clave notar que al menos en el 
discurso1, la intención de la política social del gobierno de Correa busca hacer el tránsito de 
programas de corte asistencialista y que promuevan una economía “de pobres y para pobres”, 
hacia programas que permitan satisfacer las necesidades básicas mediante emprendimientos 
económicos dignos y solidarios. En este sentido, el sector público puede tener un interés en 
aprender y hacer suyas algunas de las propuestas del movimiento social de economía solidaria. 
De igual manera, el movimiento social reconoce que pasar de un pequeñísimo segmento de 

                                                 
1
 Uno de los objetivos estructurales enunciado en la Agenda de la Revolución de la Economía Popular y Solidaria 2011-2013 es: 

“Promover la transición de las formas de organización de la economía popular a las formas de organización de la economía popular y 
solidaría, sean estas, cooperativas, asociativas o comunitarias”.  
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organizaciones que se identifican con lo solidario hacia una sociedad que reoriente su economía 
para ser consecuente con el paradigma del Sumak Kawsay sería más fácil si el sector público 
apoyaría específicamente a la economía solidaria pero también si existieran incentivos concretos 
que permitan que el amplio sector de la economía popular tienda hacia una economía solidaria2. 
En este estudio se presentan los hitos claves en estos dos procesos así como sus principales 
resultados para terminar con una reflexión sobre la forma en que pueden articularse mejor para 
aportar a la construcción de una política pública más efectiva en promover el tránsito hacia un 
sistema económico social y solidario (como indica nuestra Constitución).  
  

                                                 
2
 “El MESSE no es un movimiento político, y sin embargo nuestra apuesta por la economía solidaria representa una apuesta hacia la 

transformación integral de la sociedad y por lo tanto, no puede consolidarse ajena a una postura política. Por lo tanto, nos articulamos 
en una acción colectiva que permita hacer de esta  declaratoria de ruptura de nuestra Constitución, un proceso vertiginoso y constante 
de construcción de un Ecuador diferente y solidario.” MESSE- carpeta institucional 2011 
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 La economía solidaria en el Ecuador: prácticas y políticas públicas 

 Economía ancestral indígena y sector de la economía solidaria 

 El Ecuador ha sido un país en donde las prácticas de economía social y solidaria se han 
desarrollado ampliamente a lo largo de la historia. En particular, la práctica milenaria de la 
economía ancestral indígena ha sido una de las expresiones más coherentes de una economía 
centrada en el mantenimiento ampliado de la vida no sólo de los seres humanos sino de todos los 
seres vivos y no vivos. Esta economía es parte del legado histórico de los pueblos ancestrales del 
Ecuador que permitió que el paradigma del Sumak Kawsay (Buen Vivir) sea adoptado en nuestra 
nueva Constitución del 2008 como el sueño de toda una sociedad para transitar de un modelo de 
desarrollo basado en el crecimiento económico a una apuesta por posibilitar formas de vida 
humana en las que se recupere la armonía plena entre todos los seres vivos y no vivos. Este 
legado, junto con la experiencia de más de treinta años de todo un sector de la economía solidaria 
del país, es el que se constituye como pilar  fundamental para lograr la transición de un sistema  
de economía capitalista a un sistema económico solidario, tal como lo estipula la actual 
Constitución. 

 La economía ancestral indígena y el Sumak Kawsay 

 La economía ancestral indígena, desarrollada incluso muchos años antes del imperio 
incaico, está presente en la población rural e incluso en muchas prácticas de la población urbano-
mestizo del Ecuador. Su práctica persistente, en todas las esferas de la vida de los 
ecuatorianos/as indígenas y no indígenas, se manifiesta como una forma de resistencia cotidiana 
en la que lo comunal se yuxtapone al individualismo, mostrando que nuestro pueblo nunca adoptó 
plenamente la lógica de la acumulación del capital como el principio rector de sus decisiones de 
vida. Por ejemplo, Korkovin (2002) muestra como en la zona de Otavalo “la agricultura campesina, 
cada vez más diversificada y anclada en las redes familiares y comunitarias, está demostrando 
una notable resistencia frente a la expansión capitalista, brindando a los jornaleros indígenas y 
comerciantes un mínimo de seguridad económica y una identidad cultural que no podrían tener 
fuera de sus comunidades. Aunque no se trata realmente de una victoria campesina sobre el 
capitalismo, esta evolución representa una forma de solución intermedia entre las formas 
capitalistas y no capitalistas de producción, en la cual las comunidades indígenas sirven a los 
mercados laborales, a la vez que mantienen su control de la tierra y conservan sus instituciones 
comunitarias ”.  
 En la economía ancestral indígena la comunidad (a diferencia del individuo) es el sujeto 
protagónico. En esta comunidad, que incluye tanto a los seres humanos como a todos los otros 
seres vivos y no vivos de la naturaleza, existe una dinámica basada en la armonía con la 
Pachamama (tiempo y espacio de vida) en la que la creación de la riqueza y la maternalidad 
reproductora resulta de la capacidad de todos los seres, de la totalidad viva, de “criar y dejarse 
criar” (Grillo, Eduardo. Cit. Andrade: 2004). Para las culturas andinas, la tierra, el agua, las 
plantas, los minerales  y demás seres naturales no son sólo un elemento fundamental para su 
supervivencia económica sino que son elementos centrales de su vida espiritual y cultural y por lo 
tanto no caben prácticas de explotación ni de apropiación privada para el enriquecimiento 
personal o de un grupo. Así, en la chakra3 indígena el trabajo colectivo se concibe como una 
actividad sagrada de común-unión con el todo (no como simple actividad productiva), en la que se 
manifiestan las relaciones de reciprocidad y cooperación entre los elementos materiales y los 
elementos espirituales para “criar la vida”. Por ello, en esta economía, las actividades de  
producción, intercambio y consumo, siempre están acompañadas de actividades rituales que 
estimulan simbólicamente la vida y las relaciones.  
 Esta economía se fundamenta en principios de reciprocidad, complementariedad y 
correspondencia. Milton Cáceres (2012) explica estos tres principios de la siguiente manera: 

 La reciprocidad: principio que se fundamenta en la comunión con el principio sagrado de que 
“la más alta relación es de calidad maternal representada en el concepto pachamama” que nos 
incluye a todos y a todo. Por tanto, la agricultura, la crianza de animales, la producción de otros 

                                                 
3
 “La chacra andina (uywa chakra, mikhuy chakra), que es el centro y el escenario de la vida, el templo del culto andino a la vida. 

Se trata entonces de una cosmovisión centrada en la tierra y personificada en la Pachamama, la madre universal criadora de la vida, 
que ha generado a partir de ella todo cuanto existe en la naturaleza (flora, fauna, piedra, agua, cerros, ríos, sol, luna, estrellas, papa, 
quinua, alpaca, llama, etc.), como seres orgánicos vivos, porque tienen vida y las cualidades de una persona” (Enríquez, 2008) 
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bienes económicos necesarios, las diversas construcciones, la elaboración de herramientas y 
utensilios, se generan en - y generan a su vez- relaciones cíclicas con otros seres vivos y no 
vivos. Una representación que explica este principio es el ayni andino que expresa el deber 
ético de dar a todos, generando un flujo permanente de dar y recibir.  

 La  correspondencia: principio que implica que las distintas regiones o campos de la realidad se 
corresponden de una manera armoniosa, en una relación mutua y bidireccional; “lo uno se 
pertenece íntima, celebrativa y afectivamente con lo otro, lo uno es eco y reflejo no idéntico de 
lo otro”. Por lo tanto, lo que es arriba es abajo, lo que es la comunidad es el individuo, lo que es 
lo micro y es el macro-cosmos.  

 La complementariedad: principio que “enseña que nada existe por sí y ante sí. Nada existe de 
manera individual y solitaria sino siempre en co-existencia con su complemento concreto que le 
completa, le acompaña, y le concreta como ser vivo, existente y con sentido. Todo está 
relacionado desde su naturaleza y por su incompletud, un ser es tal en la medida en que se 
complementa con, en que es parte de”. 

 Estos principios se encarnan en la vivencia cotidiana de las comunidades rurales en donde 
dar es tan natural como recibir; generando circularidad y permanente movimiento entre seres, 
espíritus y saberes para garantizar el sostenimiento de la vida; desde un principio normativo que 
no tiene que ver con la maximización  de los rendimientos, sino más bien con tecnologías que 
permitan el manejo, la conservación y el mejoramiento para generar relaciones de largo plazo y 
que permitan optimizar y armonizar las necesidades de los seres humanos y del resto del 
ecosistema. En otros casos, estos principios se mantienen a través de instituciones culturales 
solidarias que se mantienen en el campo y la ciudad, impregnando toda la economía popular, 
tales como: la minga,  el  prestas manos, el fiado, el prioztasgo, el randi-randi, el chugchir, etc. 
 Aunque esta filosofía y su expresión económica fue por años invisibilidad y marginalizada, 
en los años noventa4 se posiciona bajo el concepto de “Sumak Kawsay” , como parte de la 
propuesta de vida de algunos pueblos indígenas en contraposición con las iniciativas  estatales y 
no gubernamentales desarrollistas (proyectos de desarrollo rural integral, extractivismo y 
modernización). Este momento marca “el re-encuentro con el pensamiento de los pueblos 
originarios que vivieron antes del capitalismo, y como resistencia, es una propuesta política 
contemporánea para buscar otros caminos a los ofrecidos por la modernidad capitalista” (Ramón, 
2012). Tras dos décadas de construcción de discursos y prácticas de protesta en contra de la 
globalización hegemónica, en contra del modelo de desarrollo extractivista neo-liberal y la 
inequidad y depredación en la distribución y uso de la tierra y el agua 5, el Sumak Kawsay fue 
convirtiéndose para cada vez más ecuatorianos/as organizados/as en grupos ecologistas, 
feministas, juveniles, de economía solidaria, entre otros, en un paradigma que cobija el sueño de 
un proyecto de convivencia que remplace el objetivo de la acumulación de riqueza por el de la  
vida en armonía entre todos los seres vivos y no vivos. Por lo tanto, se plantea una transformación 
de  patrón cultural en el que lo económico “no se circunscribe a la unidad y estructura social 
humana, están en función de la unidad y estructura de vida (es decir, más allá de lo humano)” 
(Huanacuni, 2010). Esto implica, por ejemplo, retomar formas de vivir y de organizar la vida 
humana en sociedad que se compenetren nuevamente con los ciclos naturales; adoptar una 
actitud antidesarrollista frente a la producción y antimaterialista en relación al consumo; y en 
general transitar una economía solidaria definida como “una forma de convivencia entre las 
personas y la naturaleza que satisface las necesidades humanas y garantiza el sostenimiento de 
la vida, con una mirada integral, mediante la fuerza de la organización, aplicando los saberes y las 
prácticas ancestrales para transformar la sociedad y construir una cultura de paz” (messe,2011).  

 El sector de la economía popular y solidaria en Ecuador 

 Por otro lado, tras varias décadas de gobiernos neoliberales que dejaron excluidos y 
vulnerables a amplios segmentos de la población ecuatoriana, las alternativas de autoempleo, 

                                                 
4
 Según Ramón G. (2012), el término “Sumak Kawsay” aparece en la Propuesta para poner en marcha el Acuerdo Sarayacu, firmado 

entre el Gobierno Nacional y las Organizaciones Indígenas del Ecuador” el 6 de junio de 1990 como parte de toda una nueva filosofía, 
el Sumak Allpa, para conceptualizar la propuesta de vida que planteaban para sus pueblos y sus territorios, que habían sido 
recientemente reconocidos por el Gobierno de Rodrigo Borja.   
5
 Por ejemplo las protestas contra el TLC con Estados Unidos en el 2004, las lucha de los movimientos indígenas y ambientalistas para 

denunciar la contaminación petrolera realizado por la empresa Texaco y la lucha contra la transnacional minera que buscaba extraer 
cobre en la zona de Junín, la resistencia del pueblo de Dayuma de la provincia de Orellana en contra de la explotación de petróleo en 
sus tierras que no ha dejado ningún beneficio a su gente que fue duramente reprimida por el gobierno de Correa, etc. 
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micro y pequeños emprendimientos populares y formas de economía asociativa se convirtieron en 
una real opción para mucha gente que sólo contaba para su supervivencia con su capacidad de 
trabajo y con las múltiples redes familiares y sociales de apoyo mutuo. De hecho, a pesar del 
sensible decrecimiento de la tasa de desempleo y de subempleo agregada desde la subida al 
poder del presidente Rafael Correa, pasando de 68,8% en el 2006 a 49,3% en el 2011, mucha 
gente continúa situándose en los márgenes de la economía formal. Mucha de esta economía está 
agrupada ahora en Ecuador dentro de la categoría de “popular y solidaria” e incluye a formas de 
emprendimientos muy variados, asociados o no y que practican o no valores de solidaridad pero 
que tienen en común ser muy intensivos en factor trabajo, generalmente compuesto por trabajo 
propio o familiar. Actualmente se estima que genera alrededor del 61% del empleo del país, 52% 
en el sector urbano y el 42% el sector rural6. Se concentra esencialmente en el comercio, los 
servicios y las actividades agrícolas y ganaderas.  
 A pesar de que esta categoría es la que actualmente se utiliza en el sector público para el 
apoyo a la economía solidaria, muchos actores reivindican que debería haber una distinción entre 
la economía popular de iniciativa individual, la economía popular asociada y la economía solidaria, 
que es la que efectivamente organiza sus objetivos y prácticas alrededor de valores solidarios. En 
la actualidad no se cuenta con datos certeros que permitan hacer esta distinción. Por un lado se 
cuenta con datos de micro emprendimientos que suman entre 800.000 o 1.000.000 unidades 
micro empresariales de producción, comercio y servicios - generalmente individuales o de familias 
de ingresos medios y bajos - que representan el 25% de la mano de obra urbana aportan entre el 
10 al 15% del PIB del Ecuador7. Se estima8 que existen 180.000 de las llamadas “unidades 
económicas populares”9. Por otro lado, se han identificado 22.558 organizaciones jurídicas- no 
todas de carácter económico ni con un funcionamiento solidario- agrupadas en más de 18 formas 
diferentes de las cuales se destacan las asociaciones (39,8%), las cooperativas (24%), las 
fundaciones (16,6%), los comités (10,28%), los centros (2,9%), las corporaciones (1,3%) y otras 
como confederaciones, federaciones, patronatos, sindicatos, comunas, uniones, juntas, clubs, 
frentes, sociedades, barrios, concejos, etc. (con menos del 1%). De las cooperativas, el 46% son 
de servicios (la gran mayoría de transportes), 22% son de ahorro y crédito, 19% de consumo (la 
gran mayoría de vivienda) y 11% de producción. La mayoría de ellas, excepto las de producción, 
se concentran en las grandes ciudades (24% en Quito y 16,5% en Guayaquil)10. Es clave notar 
que se estima que la agricultura familiar campesina representa el 84,5% de las unidades 
productivas agrícolas del país-Upas11 y provee el  60% de los productos de la canasta básica de 
consumo popular12. Además, 80% de las Upas que aportan a la oferta exportable de cacao y 93% 
de la de café pertenecen a la agricultura familiar campesina13. Se estima que existen alrededor de 
1792 organizaciones de primer grado, 70 organizaciones de segundo grado (uniones, 
federaciones, etc.), 147 corporaciones y 117 fundaciones en el sector rural14.  
 El sector financiero popular y solidario por su parte, consta de 40 cooperativas de ahorro y 
crédito reguladas hasta hace poco por la Superintendencia de Bancos y Seguros, alrededor de 
1,200 cooperativas de ahorro y crédito sin una regulación efectiva, alrededor de 2,000  otras 
Estructuras Financieras Locales (cajas de ahorro y crédito, bancos comunales, rondas, etc.) sin 
personería jurídica ni supervisión. Actualmente manejan un monto de alrededor de 107 millones 
de dólares y atienden a más de 157,000 unidades económicas de la Economía Popular y 
Solidaria. A pesar de ello, el acceso al crédito es muy limitado. De acuerdo al MIES (2008), la 
mayoría de los emprendimientos de la economía popular y solidaria inician gracias a sus ahorros 

                                                 
6
 Fuente: MIES-IEPS (2011), Agenda de la Revolución de la Economía Popular y Solidaria 

7
 Fuente: Carvajal E., Auerbach Paula y otros (2006). La Microempresa en Ecuador. IX Foro Interamericano de la Microempresa. BID 

8
 Fuente: Datos presentados por Hugo Jácome, actual Superintendente de Economía Popular y Solidaria de Ecuador en una 

conferencia realizada en FLACSO en agosto del 2012. 
9
 LOEPS Art 73.- Son Unidades Económicas Populares: las que se dedican a la economía del cuidado, los emprendimientos 

unipersonales, familiares, domésticos, comerciantes minoristas y talleres artesanales; que realizan actividades económicas de 
producción, comercialización de bienes y prestación de servicios que serán promovidas fomentando la asociación y la solidaridad. Se 
consideran también en su caso, el sistema organizativo, asociativo promovido por los ecuatorianos en el exterior con sus familiares en 
el territorio nacional y con los ecuatorianos retornados, así como de los inmigrantes extranjeros, cuando el fin de dichas organizaciones 
genere trabajo y empleo entre sus integrantes en el territorio nacional.  
10

 Censo Nacional de Cooperativas (2002) 
11

 Fuente: III Censo Nacional Agropecuario (2000). Se considera UPAS de la AFC a aquellas menores a 20 has. en la Costa; menores 
a 5 has. en la Sierra y menores a 50 has. en la Amazonía, promedio país menores a 20 has 
12

 Fuente: Secretaria Nacional de Planificación y Desarrollo – SENPLADES 2011 
13

 Fuente: Estudio de  AVSF-MAGAP (2010), Circuitos Alternativos de Comercialización –CIALCO. 
14

 Fuente: Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca - MAGAP 2011 
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personales (67%) y a préstamos de familiares y amigos (12,6%). La relación crédito/PIB en el 
2009 fue de 27%  y no logró superar el promedio latinoamericano del 28% (Jácome , Martín y 
otros, 2009). A pesar de ello, el sector financiero popular y solidario es importante ya que ninguna 
entidad financiera popular cerró sus puertas en la crisis bancaria ecuatoriana de 1999 y más bien 
se ha fortalecido en los siguientes años. En especial en las provincias más rurales, este sector 
provee más del 60% de los servicios financieros15. . 
 Finalmente, existe un amplio sector de organizaciones solidarias del sector no financiero. 
No existe un mapeo exhaustivo que nos permita conocer el número exacto de iniciativas de este 
sector. A modo de referencia, se conocer que más de 2500 organizaciones y personas 
provenientes de 15 de las 24 provincias del Ecuador se han articulado en algún momento con el 
movimiento de economía social y solidaria del Ecuador- messe. Por otro lado, una identificación 
rápida de organizaciones solidarias a nivel nacional16 permitió tener una muestra que nos permite 
inferir que alrededor del 84% de las iniciativas se relacionan con la producción (37,9%), 
transformación (10%) y comercialización o intercambio solidario (35,9%) de alimentos 17. En lo 
relacionado a este último segmento, se conoce que existen al menos 141 experiencias en el país 
de circuitos alternativos de comercialización- CIALCOs que involucran a más de 26.620 
productores del país y representan un monto de ventas de 53.451.499 dólares , de los cuales 62% 
son ferias campesinas (9,9% del monto de ventas), 13% son tiendas campesinas  (6% del monto 
de ventas), 13% son iniciativas de exportación campesina (69% del monto de ventas), 9% son 
canastas de consumidores articuladas a campesinos (0,2% del monto de ventas), 3% son 
iniciativas vinculadas con compras públicas campesinas (14,8% del monto de ventas)18.   
 Existen organizaciones grandes con una trayectoria histórica importante en la aplicación de 
la economía solidaria en Ecuador tales como: la Corporación Grupo Salinas, el Fondo Ecuatoriano 
Populorum Progressio-FEPP, la Fundación Escuelas Radiofónicas Populares del Ecuador-ERPE y 
la Fundación Maquita Cushunchic Démonos la Mano comercializando como hermanos- MCCH. 
Estas organizaciones generalmente se han enfocado en el comercio justo de exportación. Mirando 
los resultados financieros únicamente para dos de ellas, FEPP-Camari y Maquita Cushunchic-
MCCH, podemos notar el impresionante crecimiento de este sector ya que su valor exportado 
pasó de 16 millones de dólares en el 2005 a 30 millones de dólares en el 2007. El principal 
destino son los países europeos19.  Notemos que el 80% de las UPAs la agricultura familiar 
campesina contribuye Otras organizaciones y empresas de comercio justo que han tomado 
importancia en estos últimos años son la Red de Redes Café Orgánico para exportación – 
FAPECAFES(café), Ethiquable (café y banano), Jambi Kiwa (hierbas aromáticas), Pacari 
(chocolate), Arazá Ecuador (varios), Fundación Familia y Mujer Andina (granos y cereales y sus 
procesados), Fundación Chankuap (aceites esenciales y especies de la amazonía) y varias 
empresas de comercialización de fruta orgánica20. 
 Junto a estas, existen una gran cantidad de pequeñas iniciativas de la economía solidaria 
que sirven al mercado nacional y que están articulándose cada vez más a nivel cantonal, 
provincial y nacional de acuerdo a la cadena productiva (por ejemplo, la Unión Nacional de 
Organizaciones Campesinas Cacaoteras del Ecuador, Consorcio de Queseras de la Sierra Norte, 
etc.),  su tipo de actividad (por ejemplo la Red de Guardianes de Semillas, la Coordinadora 
Ecuatoriana de Agroecología, La Federación Plurinacional de Turismo Comunitario del Ecuador, el 
Frente de Organizaciones de Mujeres Artesanas, etc.) y al tipo de población que representan (por 
ejemplo la Red de mujeres de El Oro, Coalición Popular de Organizaciones Juveniles, Unión de 
pueblos y comunas cañaris, etc.). Progresivamente, se están constituyendo redes de economía 
solidaria propiamente dicha, en las que se integran organizaciones con diversas actividades 
económicas y poblaciones pero que comparten un mismo tipo de valores solidarios y que por lo 

                                                 
15

 Según el diario el Comercio (2003), en el 2003 el 98% del crédito otorgado en la provincia de Bolívar proviene de las cooperativas. 
En el caso de Pastaza el nivel llega al 82%, en Zamora y Napo es del 78%, mientras que en Morona Santiago y Carchi representa el 
63% (citado por Da Roos 2008) 
16 

Gonzalez (2009), Caracterización e identificación de experiencias de economía solidaria en los ámbitos de producción, distribución  y 
consumo de bienes y servicios, movimiento de economía social y solidaria del Ecuador-messe 
17

 En el anexo 1 se puede observar un cuadro  que indica el porcentaje de las iniciativas de economía solidaria del sector no financiero 
del país que se agrupa alrededor de cierto tipo de actividades económicas. 
18

 Fuente: MAGAP, citado en Riveros H, Baquero M, Lucio-Paredes A, Andrade L, Demenus W, Jácome C y Jerez M (2011), Enfoques 
de Asociatividad entre Actores del Sistema Productivo: Conceptos, Casos Reales y Metodologías, Quito: IICA y CONCOPE 
19

 Fuente: Illo César y Acosta César (2008). El Comercio Justo desde Ecuador a España: Creación de la Empresa Nacional para esta 
Comercialización Internacional Alternativa. UTE 2008 
20

 Fuente: Fundación FEDA (2008), Directorio de la Dignidad, Auspicio de UNCUE, Castilla La Mancha, consumidores.coop. España. 
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tanto, están buscando articularse para apoyarse y aprender las unas de otras y para generar 
intercambios no guiados por la lógica del mercado auto regulado como por ejemplo, en circuitos 
económicos solidarios. Actualmente se estima que existen más de 17000 productores 
involucrados en algún tipo de circuito alternativo de comercialización (AVSF, 2009). Algunos 
ejemplos de estas redes a nivel provincial y regional son: la REDESOL – Red de economía 
solidaria/Salud andina del Austro; Red de Economía Solidaria y Soberanía Alimentaria del 
Territorio Kayambi-RESSAK; el Circuito de Ferias Agroecológicas de Pichincha; La organización 
de Productoras y Comercializadoras “ VIDA SANA” de la provincia de Cotopaxi. A nivel nacional 
las redes más importantes son: el Movimiento de Economía Social y Solidaria del Ecuador- 
messe; el Colectivo Agrario; el Colectivo Agroecológico, la Red Mar, Tierra y Canasta, la 
Coordinadora de Pequeños Productores de Comercio Justo-CLAC y la Red de Economía Popular 
y Solidaria (la única impulsada por iniciativa del gobierno). Varias de estas redes han colaborado 
en campañas nacionales de sensibilización al consumidor como la Campaña Nacional por la 
Soberanía Alimentaria “Come Sano, Seguro y Soberano” y la Campaña Nacional por el Consumo 
Responsable ¡Qué Rico es comer sano y de mi tierra!.  
 Existe también un sector de organizaciones no gubernamentales que apoyan la economía 
solidaria en el país.  Las más importantes son: VECO Ecuador, HEIFER, Escuela Educación y 
Cultura Andina-EECA, Fundación Utopía, CIUDAD, CEPCU – Centro de Estudios Pluriculturales, 
Servicio de Paz y Justicia del Ecuador SERPAJ, Intercooperation, Agrónomos y Veterinarios Sin 
Fronteras-AVSF, Ayuda en Acción, PNUD, SEDAL – Servicios para el Desarrollo Alternativo, 
Fundación María Luisa Gómez de la Torre. Progresivamente, esta temática también va siendo de 
interés para las Universidades. El Instituto de Altos Estudios Nacionales- IAEN ha abierto cursos y 
está lanzando un programa de Maestría especializado en este tema. La Escuela de Gestión para 
el Desarrollo Local Sostenible de la Universidad Politécnica Salesiana lleva por lo menos diez 
años incluyendo este enfoque en su pensum. La FLACSO y la UASB tienen desde hace dos años 
un curso abierto de economía solidaria  y otras universidades como la UDLA, la UTE, la UPEC 
han realizado investigaciones y seminarios al respecto.  

 Políticas públicas para la economía solidaria en Ecuador 

 Breve recuento histórico de la evolución de las políticas públicas relacionadas con la 
economía solidaria y la participación ciudadana 

 De manera general, el uso de los términos de economía social o economía solidaria en la 
política pública del Ecuador ha sido sólo reciente (a partir del 2008). En años anteriores,  se habló 
predominantemente del modelo cooperativo. Desde su aparición en el siglo XIX hasta los años 30, 
el movimiento cooperativo fue relativamente espontáneo y se concentró en organizaciones de 
ayuda mutua en Quito y Guayaquil impulsadas por la iglesia o por activistas liberales, socialistas y 
anarquistas. La primera iniciativa promovida desde el Estado ecuatoriano relacionada con la 
economía solidaria fue la adopción en 1937 de la primera Ley de Cooperativas conjuntamente con 
la Ley de Comunas y el Código de Trabajo. La segunda Ley de Cooperativas se aprueba en 1966. 
Este cuerpo legislativo se acompañó de programas e instituciones destinados algunos al estrato 
artesanal y artístico (por ejemplo, el Centro Nacional de la Pequeña Industria y Artesanía-
CENAPIA, el Centro Interamericano de Artesanías y Artes Populares-CIDAP, el Instituto Andino 
de Artes Populares-IADAP; la Organización Comercial Ecuatoriana de Productos Artesanales-
OCEPA); al sector rural (por ejemplo, el Fondo de Desarrollo Rural Marginal-FODERUMA, el 
Programa Nacional de Desarrollo Sostenible-PRONADER, el Programa de Desarrollo Local 
Sostenible-PROLOCAL, como (1980), los denominados proyectos de Desarrollo Rural Integral-
DRI (1980), Fondo de Inversión Social-FISE (1990), Proyecto de desarrollo de los pueblos 
indígenas y negros del Ecuador PRODEPINE (1997); y otros a los emprendimientos micro 
empresariales y asociativos urbanos como las líneas de financiamiento CREDIMICRO y 
FOPIMAR de la Corporación Financiera Nacional CFN. 
 Tanto estas leyes como muchos de los programas nacionales e internacionales de apoyo a 
este sector fueron en realidad intentos por controlar y limitar al mismo para evitar el avance del 
“peligro comunista”. Los programas públicos, con el apoyo de fondos estadounidenses, 
promovieron más la creación de cooperativas que su consolidación y profundización de sus 
principios. Así, se pasó de 37 cooperativas en 1937 a 440 en 1959, con un crecimiento 
particularmente importante en la década de los cuarenta (Mills,1989 citado por Da Roos 2008). 
Sin embargo, el real incremento de este sector sucede en la década de los 70’, momento en el 
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cual el número de cooperativas pasa de 2280 (1973) a 4378 (1982) (Hübenthal, 1987, citado por 
Da Roos 2008). La creación de cooperativas en el marco de los programas gubernamentales y 
motivados por los incentivos que se preveía en la Ley (exoneraciones arancelarias en la 
importación de vehículos y repuestos), no favoreció la emergencia de un sector cooperativo 
realmente solidario y comprometido con la transformación de la sociedad.  Por el contrario, 
promovió una forma de  capitalismo organizado (como les sucedió a muchas cooperativas de  
transporte, de ahorro y crédito, etc. que rápidamente representaron más del 90% del sector). Es 
importante notar también que los programas públicos y la legislación, tuvieron además un efecto 
nefasto en el sector debido a que en vez de fortalecerlo lo burocratizó. Finalmente, la mayoría de 
estos programas fueron diseñados por técnicos y burócratas nacionales y extranjeros que 
desconocían y/o desvaloraban los mecanismos tradicionales de funcionamiento de la solidaridad 
en las prácticas cotidianas y organizativas de los territorios (por ejemplo el funcionamiento de la 
economía ancestral campesina, las relaciones campo-ciudad, el funcionamiento de los 
mecanismos de reciprocidad, redistribución y producción para el auto-consumo que coexistían con 
el mercado, las relaciones y formas distintas de poder y su influencia en las esferas económicas, 
etc.). Por el contrario, buscaban suplantar estos mecanismos por procedimientos formales 
importados de otras culturas para la organización asociada y cooperativa.   
 Desde la Constitución de 1979 en adelante, se hace referencia en especial a empresas 
económicas de carácter “comunitario o de autogestión”, aunque continuaron prevaleciendo las 
entidades de carácter cooperativo. Poco a poco, a través de las prácticas de los actores 
económicos, de las Universidades, de las ONG y de la iglesia ecuatoriana, este concepto se fue 
ampliando hasta englobar una serie de iniciativas económicas de carácter y forma organizativa 
muy diversa, que no necesariamente adoptaron a la forma jurídica-organizativa de la cooperativa, 
pero que respondían desde principios de solidaridad a la necesidad de dar una alternativa de 
empleo y servicios a la limitada oferta del Estado y a la excluyente oferta privada del sistema 
capitalista. En los años 80, bajo el impulso de religiosos vinculados con la teología de la 
liberación, se crean varias redes de producción y comercialización alternativas tanto en el ámbito 
urbano como rural. Así, cabe destacar la formación en 1985 de  la empresa comercializadora 
asociativa Maquita Cusunchic, comercializando como hermanos, desde 1972 la Cooperativa 
Salinas de Guaranda, entre las más importante.   En los años 90’, se endurece la tendencia neo-
liberal de los gobiernos de turno provocando el abandono del modelo desarrollista de gobiernos 
anteriores, que implicaba un compromiso del Estado en cuanto a la atención de ciertas 
necesidades básicas. En este contexto, varios sectores de la población ecuatoriana han ampliado 
los intentos de búsqueda de alternativas factibles de sobrevivencia y de lucha contra la 
degradación social y económica. Es así que surgen por ejemplo una serie de cooperativas de 
productores, de vivienda, asociaciones barriales, etc. que se conforman esencialmente con la 
población rural que, expulsada del campo, comienza a buscar una forma de vida digna en la 
ciudad. Es interesante notar que las cooperativas de ahorro y crédito resistieron con bastante 
solvencia la crisis financiera de 1998 y 1999 en la que varios bancos privados quebraron. 
 En el sector de la economía campesina, es interesante notar que en el mismo año de 1937 
en el que se aprueba la Ley de Cooperativas, se adopta  la Ley de Comunas, como resultado de 
años de reivindicaciones indígenas apoyadas fuertemente desde la teología de la liberación bajo 
la influencia de Mons. Leonidas Proaño, Arzobispo de Riobamba. Esta Ley, junto con la Ley de 
Reforma Agraria (1964), obligaban a los campesinos que quisieran acceder a la tierra y a servicios 
de apoyo del gobierno (crédito y asistencia técnica) a conformar empresas cooperativas. A pesar 
de que esta Ley promovía la organización comunal y la producción campesina asociada, en la 
práctica tuvo un efecto moderado. Con la segunda reforma agraria (1973),  los hacendados 
cambiando su estructura de producción de una basada en la agricultura a una orientada hacia la 
ganadería. Esta medida les permitía demostrar frente a las instituciones públicas que sus tierras 
eran productivas y por otro lado, reducir considerablemente su dependencia de los trabajadores 
indígenas, cada vez más rebeldes. Este proceso redujo ampliamente la tasa de empleo rural, 
obligando a muchos indígenas a recurrir a una migración temporal y estacional hacia la ciudad, 
aunque mantenían sus vínculos con el campo. Por otro lado, frente a las reivindicaciones de 
poderosas organizaciones campesinas por tener una real participación en los proyectos 
gubernamentales de desarrollo rural, el Estado optó por crear estructuras organizativas paralelas 
que generaran relaciones clientelares con algunos sectores indígenas y así debilitaron la 
organización social en sus bases. Años más tarde, la Ley de Promoción Agrícola promulgada en  
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1979 puso un fin a la política de reforma agraria. Según esta ley, las tomas de tierras eran actos 
delincuenciales, cuyos perpetradores estarían sujetos a acción penal. Esta Ley, seguida de la Ley 
de Desarrollo Agrario de 1994, que permitió la parcelación y venta de las tierras comunales, 
creando al mismo tiempo incentivos para el desarrollo empresarial en el agro (Gobierno del 
Ecuador-2001). Este conjunto de leyes y programas gubernamentales han sido un factor decisivo 
en la disminución progresiva de la importancia de las comunas como forma de producción 
campesina solidaria y, en general, en el debilitamiento de la economía comunitaria ancestral y la 
cultura. La actual Constitución no plantea devolver la tierra a los indígenas ni limita la propiedad 
estatal del subsuelo, que ha sido un limitante histórico al real ejercicio de la soberanía de los 
pueblos indígenas sobre sus territorios.  A pesar de ello, en muchos lugares se sigue manteniendo 
la legitimidad histórica  de un uso comunitario de la tierra, basado en la cosmovisión cultural 
andina, “mantenido su institucionalidad tradicional por encima de la legalidad” (Cáceres 2012). 
 En la arena de la participación política, esta resistencia se expresó en cinco décadas de 
intensa participación popular21 en la disputa del sentido del desarrollo en Ecuador que pasó por 
las movilizaciones por la reforma agraria en los años 1960, las luchas sindicales y estudiantiles en 
los años 1980 por el acceso a sus derechos sociales y laborales, la movilización indígena de los 
años 1990 por la instauración de un proyecto pluricultural y las movilizaciones de múltiples 
movimientos sociales en los inicios del siglo XXI por la distribución más justa y un uso menos 
depredador de los recursos naturales. Estas movilizaciones trazaron la vía por la que transitaría el 
concepto pos-desarrollista del Sumak Kawsay hasta erigirse como el principio rector de todo el 
proyecto societal del Ecuador. Esta intensa movilización, también se cristalizó en iniciativas 
innovadoras para incrementar la participación ciudadana en las decisiones del sector público. Las 
plataformas políticas a nivel local fueron entonces el mejor intento de los movimientos en favor de 
un proyecto plurinacional por construir un proyecto de vida en común construido de “abajo hacia 
arriba”. Algunos de los procesos más exitosos y contestatarios de la institucionalidad vigente 
fueron  los procesos de planificación, presupuestos participativo s y la conformación de concejos,  
parlamentos y Asambleas de la sociedad civil desde los que se realizara una cogestión de los 
recursos públicos con la activa participación de la sociedad civil. La mayoría de estos procesos 
fueron impulsados desde el liderazgo indígena expresado en el Movimiento de Unidad 
Plurinacional Pachakutik. A pesar de su carácter innovador, prácticamente en todos los casos la 
convocatoria a los actores privilegió la presencia de representantes de la sociedad local 
organizados en estructuras formales, quedando ausentes organizaciones y personas que 
pudieran representar a la economía popular así como los representantes de los grupos de poder 
económico del territorio, que no se interesaron porque no vieron efectivamente amenazados sus 
intereses. En efecto, el tema económico en la mayoría de casos fue tratado como un asunto 
técnico, neutral, que debía ser tratado desde las formas de conocimiento racionalizante y científico 
y en donde prevalecían condicionantes externos más que estructuras locales de concentración del 
poder económico. De hecho, la visión sobre el mercado en las iniciativas de desarrollo local 
indígena estuvieron marcadas por una posición que enfatiza la subsistencia, la soberanía 
alimentaria, la producción de alimentos limpios y los mercados locales. En algunos casos 
promueve la competitividad, el mejoramiento de precios y de valor agregado de ciertos mercados 
con más control campesino y, aunque no promueve, tampoco trata de expropiar o de imponer 
tributos o frenos a la gran inversión nacional o internacional en el territorio (Ospina, 2006).  
 Aunque quedaba implícitamente descartada la posibilidad de definir colectivamente, a 
través de estos mecanismos de participación, el tipo de sociedad que se quería construir, y con 
ello la forma de economía que mejor convendría, el merito que tuvieron los procesos de 
participación ciudadana, especialmente a través de la planificación y presupuestos participativos, 
fue el de propiciar que los gobiernos locales pasen de su rol de proveedores de servicios públicos 
a un rol más activo en favor de la inclusión social y la promoción del desarrollo económico 
territorial. A raíz de estos procesos, muchos de ellos han diversificado sus actividades hacia áreas 
productivas, socio-organizativas, manejo del medio ambiente e interculturales. Además, pese a 
que varios gobiernos locales del Ecuador fueron galardonados con premios internacionales 
relacionados con la gestión participativa y el desarrollo local, el impulso al desarrollo local en 
realidad no alcanzó para modificar fundamentalmente la cultura política de los ecuatorianos ni 
para instaurar un proceso sostenido de descentralización y de democracia participativa. Según el 
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 De acuerdo al Censo Poblacional del 2010, en los últimos cinco años, casi el 10% de la población participó en actividades de 
protesta a nivel nacional o local (INEC, 2010) 
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Barómetro de las Américas (2008) , Ecuador se encuentra entre los países latinoamericanos que 
tiene los índices más bajos de participación. En especial, Ecuador se encuentra en el penúltimo 
lugar del continente en cuanto a participación de su población en los gobiernos locales. En el 
2008, 94,3% de los ecuatorianos respondieron que no han asistido a las reuniones convocadas 
por la Municipalidad o a los cabildos abiertos en los últimos 12 meses. Con la llegada al poder de 
Rafael Correa se profundiza el deterioro de los procesos locales de participación ciudadana.  

 Las contradicciones del sector público en la aplicación del paradigma del Sumak Kawsay y 
en la construcción de una democracia participativa e intercultural 

 La actual Constitución modifica sustancialmente la visión de la meta que persigue la 
sociedad ecuatoriana, así como del tipo de sistema económico que permitirá alcanzar esta meta. 
Así, el lugar central que ocupaba la meta de alcanzar el desarrollo o el mejoramiento de la calidad 
de vida de los habitantes en la en la Constitución de 1998 , es remplazado por la meta de alcanzar 
el Sumak Kawsay o Buen Vivir22. Por otro lado, se remplaza el sistema económico “social de 
mercado” indicado en la Constitución de 1998 por el objetivo de adoptar un sistema económico 
social y solidario (art. 283)23. En este proceso, se reconoce que la economía ecuatoriana no es 
uniforme ni se expresa únicamente bajo la forma de una economía capitalista de mercado sino 
que se expresa a través de la formas de organización económica pública, privada, mixta, popular 
y solidaria24.  De igual manera, se modifica la noción uniforme de trabajo asalariado y de 
propiedad privada de la anterior Constitución para incorporar el reconocimiento a la existencia y el 
valor de  diversas formas de trabajo incluido el trabajo de auto sustento y de cuidado humano (Art 
333)25 y de los distintos tipos de propiedad (incluida la propiedad comunitaria). Finalmente es 
clave notar que se reconocen diversas  formas de intercambio (incluidos aquellos que no siguen la 
lógica del mercado). En relación a la empresa privada, se sustituye el concepto del derecho la 
libre empresa por “el derecho a desarrollar actividades económicas, en forma individual o 
asociada, conforme a los principios de solidaridad, responsabilidad social y ambiental” (Art 66). . A 
partir de la aprobación en consulta popular de esta Constitución, inicia un proceso de disputa del 
sentido que tiene y la forma en la que se concreta este proceso de cambio.  
 Dentro del mismo gobierno de Rafael Correa se hacen evidentes las contradicciones. Por 
un lado, siguiendo los lineamientos de la Constitución (Art 3.5 y 280)26, el SENPLADES impulsa la 
construcción del Plan Nacional del Buen Vivir 2009-2013 en el que se plantean “nuevos retos 
orientados hacia la materialización y radicalización del proyecto de cambio de la Revolución 
Ciudadana, para la construcción de un Estado plurinacional e intercultural y finalmente para 
alcanzar el Buen Vivir de las y los ecuatorianos” (Pág. 9). El Plan asigna además un objetivo 
específico a  “Establecer un sistema económico de economía social y solidaria” (Objetivo 11); uno 
a “Afirmar y fortalecer la identidad nacional, las identidades diversas, la plurinacionalidad y la 
interculturalidad” (Objetivo 8) y uno a “Garantizar el acceso a la participación pública y política” 
(objetivo 10).  Así mismo, el concepto de Buen Vivir, así como el de economía popular y solidaria, 
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 El preámbulo de la Constitución del 2008 indica que el Ecuador decide apostar por “Una nueva forma de convivencia ciudadana, en 
diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay” 
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CRE Artículo 283.- El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación 
dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la producción y 
reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir. 
 El sistema económico se integrará por las formas de organización económica pública, privada, mixta, popular y solidaria, y las demás 
que la Constitución determine. La economía popular y solidaria se regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores 
cooperativistas, asociativos y comunitarios. 
24 

CRE: Artículo 319.- Se reconocen diversas formas de organización de la producción en la economía, entre otras las comunitarias, 
cooperativas, empresariales públicas o privadas, asociativas, familiares, domésticas, autónomas y mixtas. El Estado promoverá las 
formas de producción que aseguren el buen vivir de la población y desincentivará aquellas que atenten contra sus derechos o los de la 
naturaleza; alentará la producción que satisfaga la demanda interna y garantice una activa participación del Ecuador en el contexto 
internacional. 
25

 CRE 2008: Art. 333.- Se reconoce como labor productiva el trabajo no remunerado de auto sustento y cuidado humano que se 
realiza en los hogares. El Estado promoverá un régimen laboral que funcione en armonía con las necesidades del cuidado humano, 
que facilite servicios, infraestructura y horarios de trabajo adecuados; de manera especial, proveerá servicios de cuidado infantil, de 
atención a las personas con discapacidad y otros necesarios para que las personas trabajadoras puedan desempeñar sus actividades 
laborales; e impulsará la corresponsabilidad y reciprocidad de hombres y mujeres en el trabajo doméstico y en las obligaciones 
familiares. La protección de la seguridad social se extenderá de manera progresiva a las personas que tengan a su cargo el trabajo 
familiar no remunerado en el hogar, conforme a las condiciones generales del sistema y la ley. 
26

 CRE 2008 Art 3.5: “Planificar el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el desarrollo sustentable y la redistribución 
equitativa de los recursos y la riqueza, para acceder al buen vivir” Art. 280.- EI Plan Nacional de Desarrollo es el instrumento al que se 
sujetarán las políticas, programas y proyectos públicos; la programación y ejecución del presupuesto del Estado; y la inversión y la 
asignación de los recursos públicos; y coordinará las competencias exclusivas entre el Estado central y los gobiernos autónomos 
descentralizados. Su observancia será de carácter obligatorio para el sector público e indicativo para los demás sectores. 
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se ha convertido en un lenguaje oficial presente en gran parte de los planes estratégicos y de 
ordenamiento territorial de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y de todos los planes 
sectoriales. Por otro lado, el gobierno financia la supuesta transición hacia el Sumak Kawsay con 
políticas extractivistas agresivas y crecientes de petróleo, minería y biocombustibles- acusando a 
los movimientos de oposición como “ecologistas infantiles” e incluso reprimiendo con violencia las 
manifestaciones- y se resiste a aplicar políticas redistribuidas que devuelvan el control de los 
bienes naturales básicos como el agua, la tierra y las semillas al Estado o a las organizaciones de 
la sociedad civil que puedan garantizar que su uso no atente con la armonía entre todos los seres 
vivos y no vivos27. Estas contradicciones han sido justificadas por el actual régimen como un 
proceso natural en la fase de “transición” hacia una sociedad orientada por el Sumak Kawsay. Por 
otro lado, durante su mandato, el presidente de la República Eco. Rafael Correa ha concretado un 
distanciamiento claro con los modelos de desarrollo basados en la dependencia de los países del 
sur frente a los países del norte, ha incrementado de casi el 200% el porcentaje del presupuesto 
destinado a la inversión social entre el 2006 y el 2012 y ha dado un fuerte impulso a los sectores 
estratégicos (principalmente proyectos hidroeléctricos). En términos de participación ciudadana, la 
política pública de Rafael Correa ha estado fundamentalmente marcada por la desaparición 
progresiva de los mecanismos de participación ciudadana de carácter decisorio (como por 
ejemplo los presupuestos participativos a nivel local) y la creación de espacios de participación de 
carácter consultivo organizados por los Ministerios (generalmente llamados Concejos de 
Participación o de Veeduría) y por la Asamblea Nacional para la discusión de propuestas de leyes 
como la Ley Minera, la Ley de Aguas y la Ley de Economía Popular y Solidaria. Así, los procesos 
de participación ciudadana a nivel local, que marcaron un hito en la década anterior, 
prácticamente han desaparecido28. Por otro lado, con la aprobación de la Ley de Participación 
Ciudadana se crean mecanismos “institucionalizados” de participación ciudadana como el 
Concejo de Participación Ciudadana y Control Social en el que los representantes de la sociedad 
civil no son electos por las organizaciones que representan a los diversos grupos afectados por 
las políticas públicas sino seleccionados en base a los méritos individuales representados en la 
carpeta de antecedentes profesionales y el puntaje de un examen de conocimientos29 
 Aunque las acciones del presidente Correa en relación a la recuperación del control de los 
recursos estratégicos, a la inversión en el terreno social y a la renegociación con otros países y 
empresas transnacionales en condiciones más soberanas han sido reconocidos como avances 
importantes por gran parte de la población 30, este régimen es fuertemente criticado por la mayor 
parte de los movimientos sociales por la falta de coherencia entre su estrategia extractivista y su 
discurso orientado hacia el Sumak Kawsay así como por adoptar la forma de un Estado 
centralizador y planificador que deja poco espacio para la participación ciudadana y a la 
interculturalidad31. De hecho, se percibe que la disminución evidente de la participación ciudadana 
a nivel local, aunque puede atribuirse en parte al incremento de la confianza de los ciudadanos en 
el gobierno nacional con relación a los gobiernos locales, se debe además en gran medida a un 
discurso del presidente abiertamente crítico a la participación de las organizaciones sociales en 
los asuntos públicos acusando estas prácticas de “corporativismo” y a sus líderes de ser 

                                                 
27

 En Septiembre del 2009, se levantaron protestas contra los intentos del gobierno de privatizar el agua luego de que la CONAIE 
alertara contra una propuesta de Ley de Aguas que permitiría a las empresas mineras trasnacionales apropiarse de este bien, violando 
el mandato de la Constitución. El presidente de la República al rechazar categóricamente s las propuestas de la ley de aguas que 
provenían de los movimientos sociales, dejó la propuesta de legislación en un impase del que aún no logra salir 
28

 Según el Barómetro de las Américas, en los últimos 7 años, la participación de los ciudadanos en el gobierno local ha disminuido del 
47% (10,8% en 2001 frente a 5,7% en el 2008. Según el mismo estudio, en el 2006 el nivel de confianza en el gobierno nacional era de 
aproximadamente 50% menor que la confianza en los gobiernos locales mientras que en el 2008, la confianza en el gobierno nacional 
estalla ubicándose por encima de la confianza en los gobiernos locales. De igual manera, mientras que en el 2001 y el 2004 la mayoría 
de los ecuatorianos apoyaban la descentralización, este porcentaje baja al 49% en el 2008. Es interesante notar que mientras más 
jóvenes son los individuos mayor es el apoyo a la centralización administrativa 
29

 Como indica irónicamente Pablo Ospina (2010) a propósito de este mecanismo, son “los ideales de ascenso social de los técnicos de 
clase media convertidos en ley de la república. No se trata de ideologías políticas, ni de representación de grupos organizados, o de 
representatividad social. Se trata del “mérito” personal y de la “independencia” frente a los intereses particulares. Una persona 
individual, capaz, inteligente, exitosa, sin lazos con ningún grupo ni interés gremial, será capaz de velar por el interés de todos. Faltó 
añadir que obtendrán mayor puntaje si son huérfanos y sin amigos.” Este mecanismo también deja mucho que desear en términos de 
una futura rendición de cuentas de estos individuos frente a los grupos a los que supuestamente están avocados a representar. 
30

 Según los últimos datos del censo del INEC (2010), 69,6% de la población manifiesta que este gobierno tiene más preocupación en 
mejorar el servicio público que los anteriores 
31

 Esta sensación se refleja en la siguiente afirmación del dirigente indígena Delfin Tenesaca: “Aunque antes las organizaciones 
indígenas han jugado un rol central en cuestionar las políticas neoliberales y la violación de la soberanía nacional, con la llegada de 
Correa al poder la lucha es para prevenir que nuestras voces sean marginalizadas a favor de acciones centradas solo en el Estado” 
(citado por Pablo Ortiz, 2008) 
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oportunistas y clientelares. Ese discurso se ha acompañado de un veto presidencial a todos los 
intentos del poder legislativo por implementar aunque sean mínimos mecanismos de participación 
en la construcción de las leyes. De igual manera, los movimientos sociales han sentido que su 
participación en otros espacios abiertos por diversas instancias del Ejecutivo supuestamente para 
propiciar la participación en el diseño de la política pública (por ej. Concejos Consultivos o de 
veeduría ciudadana abiertos en el MAGAP y el MIES, espacios de rendición de cuentas de las 
agendas de diversos ministerios, talleres de participación ciudadana para la construcción de 
planes y agendas desde el SENPLADES y otros ministerios), en realidad eran espacios de 
validación de una propuesta gubernamental ya elaborada o que los aportes de la sociedad civil 
quedaban en letra muerta una vez que el presidente daba sus órdenes sobre el tratamiento que 
debía darse a un determinado tema.  En este sentido, los procesos de “consulta” ciudadana con 
relación a la propuesta de Ley de Economía Popular y Solidaria, a la construcción de la Agenda 
de la Revolución de la Economía Popular y Solidaria 2011-2013, y en general a las políticas 
públicas para la economía solidaria organizados en el Concejo Consultivo del MIES y en los 
llamados “diálogos provinciales por la economía solidaria”, fueron percibidos por muchos actores 
del sector como espacios de validación de propuestas ya construidas en las que no habían 
mecanismos que permitieran una participación de calidad ni se consideraban con seriedad las 
objeciones y propuestas de los participantes. Esto ha hecho que muchos actores claves decidan 
no participar o limitar al mínimo su participación. 
   Se percibe además que las política públicas tampoco reflejan ningún interés por 
profundizar la construcción del país plurinacional e intercultural. No hay una política de diálogo de 
saberes. No se han creado los Consejos Nacionales para la Igualdad que debían transversalizar 
las políticas interculturales en las políticas nacionales, “de manera que, ni los indios, ni los afros, 
ni los montubios, tampoco los sectores considerados vulnerables (mujeres, personas con 
discapacidad, niños, niñas y adolescentes, y migrantes) están participando en la generación, 
rectoría y control de las políticas gubernamentales que inciden en sus poblaciones” (Ramón 
2012). 
 

 Institucionalidad actual y políticas públicas específicas para la economía solidaria 

 A los pocos meses de posicionado el gobierno de Rafael Correa, se anuncia la creación de 
la Subsecretaría de Economía Social y Solidaria como parte del Ministerio de Economía y 
Finanzas. En el 2008, esta subsecretaría es trasladada al Ministerio de Inclusión Económica y 
Social-MIES (reemplazando la Subsecretaría de Desarrollo Rural) y en abril del 2009 se crea el 
Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria-IEPS cuya la responsabilidad es la de ejecutar, 
proponer y promover el sector mediante: (1) la formulación de políticas nacionales, (2) la 
vinculación de planes y programas gubernamentales, estimulando la cooperación entre 
instituciones del Estado y a todo nivel de la sociedad civil organizada; (3) organizar, implementar 
y/o financiar la organización y ejecución de proyectos y el desarrollo organizacional de los actores 
del sector; (4) apoyar el funcionamiento de la economía solidaria en los mercados, propiciando 
relaciones directas entre productores y consumidores; y (5) promover la realización de estudios e 
investigaciones, un sistema de información sobre la Economía Popular y Solidaria y un Registro 
Nacional de las entidades que lo conforman 32.  
 A nivel ministerial, el MIES aprueba en el 2010 la Agenda de la Revolución de la Economía 
Popular y Solidaria 2011-2013. Otros ministerios sectoriales coordinados por un ministerio 
coordinador, han definido agendas intersectoriales en las que se menciona a este sector (Agenda 
Social 2012-2013; Agenda para la Transformación Productiva 2010 – 2013). Los principales 
programas ministeriales que apuntan o incluyen a la economía popular y solidaria han sido:  

 MIES/Programa Aliméntate Ecuador/nutriendo el desarrollo: compra de alimentos a 
organizaciones de productores para los programas públicos de alimentación 

 MIES/Programa de Desarrollo Rural Territorial-PRODER: Promoción al desarrollo rural territorial 
 MIES/Programa Hilando el Desarrollo: compra de uniformes escolares a artesanas 
 MIES/Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias-CONAFIPS: banca de segundo 

piso y fortalecimiento de capacidades para el sector financiero popular y solidario 

                                                 
32

 Decreto Ejecutivo 1668 de 7 de abril de 2009, publicado en el RO 577 de 24 de abril de 2009 
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 MIES/Programa de Protección Social-PPS: créditos de apoyo al emprendimiento solidario de 
mujeres (transferencia anticipada del bono de desarrollo humano33) 

 MAGAP/Plan Tierras: redistribución de tierras estatales a organizaciones de familias con poca o 
sin tierra acompañada de asistencia técnica, riego, créditos y apoyo a al comercialización. 

 MAGAP/Circuitos Alternativos de Comercialización-CIALCO: Fortalecimiento a circuitos de 
relación directa entre productores y consumidores (ferias, canastas, tiendas comunitarias, etc.) 

 MIPRO/CORPEI: Fomento y diversificación a las exportaciones de organizaciones y empresas de 
productos de comercio justo y/o orgánicos. 
 En estos últimos tres años, se han aprobado también un conjunto de marcos normativos 
que hacen mención a la economía solidaria tales como la Ley Orgánica del Régimen de la 
Soberanía Alimentaria, la Ley de compras publicas, el Código de la producción y el Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización-COOTAD, así como 
reformas a la Ley Orgánica de Régimen Tributario. En abril de 2011 se aprobó la Ley Orgánica de 
la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, que regula las 
actividades de las organizaciones y de agentes que conforman el sector. Conforme lo señala la 
Ley, en el 2012 se aprueba el Reglamento de esta Ley; se crea la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria y el Programa Nacional de Finanzas Populares, Emprendimiento y Economía 
Solidaria-PNFPEES se transforma en la Corporación Nacional de Finanzas Populares y 
Solidarias- CONAFIPS. 
 El marco normativo ecuatoriano referente a la economía popular y solidaria es 
principalmente un mecanismo de identificación, regulación y control del sector así como de 
reforma a la institucionalidad que rige al sector, más que un instrumento legal de fomento, 
promoción e incentivos34. Es clara la intención de la ley de “formalizar” e identificar a los actores 
del sector puesto que prohíbe la realización de actividades económicas a cualquier organización o 
unidad económica popular que no se haya registrado cumpliendo con lo estipulado en la Ley 
(Disp. Trans. primera). Así mismo, intenta organizar al sector en seis categorías: organizaciones 
del sector asociativo, organizaciones del sector comunitario, organizaciones del sector 
cooperativo, unidades económicas populares, organismos de integración y entidades de apoyo.  
Todas las organizaciones deben tener vida jurídica y llevar una contabilidad. Las unidades 
económicas populares deben constituirse en sociedades de hecho. En este esfuerzo de 
clasificación, se obliga a las cooperativas a tener un objeto social que se restrinja a una sola 
actividad del proceso económico y que se ubique en uno sólo de los siguientes grupos: 
producción, consumo, vivienda, ahorro y crédito y servicios (Art 22 y 23). La Ley también 
establece una serie de limitaciones al crecimiento y de rigideces en las formas de funcionamiento  
interno de las diferentes categorías de organización del sector de la economía popular; siendo las 
más rígidas aquellas que rigen a las cooperativas del sector financiero social y solidario, a las 
cooperativas en general, a las organizaciones de integración y a las asociaciones;  y aquellas que 
permiten mayor flexibilidad las que se aplican a las organizaciones del sector comunitario y a las 
unidades económicas populares. Un aspecto positivo es que segmenta las organizaciones del 
sector financiero popular y solidario en diferentes categorías de acuerdo a su tamaño y forma de 
funcionamiento y establece regulaciones distintas para cada una de ellas. 
 Es clave notar que algunos de los requisitos y limitaciones que impone la Ley, se pueden 
constituir en incentivos perversos que hagan que las organizaciones sustituyan sus mecanismos 
solidarios por formas de funcionamiento propias del sector privado capitalista. Esto es evidente en 
medidas generales como la exigencia a todas las organizaciones (excepto a las del sector 
comunitario y a las UEPs) de tener un capital mínimo en dólares para su conformación (Art 167), 
en la prohibición del uso y la gestión de medios de pago complementarios (moneda social) por las 

                                                 
33

 “El bono de desarrollo humano (BDH) es el programa social de mayor alcance en el país y alcanza a 1, 310,056 beneficiarios (Ceron, 
2010) con un costo para el Estado de $538,9 millones en el 2009. El programa se orienta a madres de hogares pobres con hijos 
menores de edad (con la condición de que estén inscritos en la escuela y que madres y niños se hagan controles de salud), a personas 
de la tercera edad y a discapacitados. El gobierno de Rafael Correa reformó el año 2007 el programa y amplió su cobertura y monto 
hasta $35 dólares, y a personas con un 40% de discapacidad. En el 2012, como parte de una estrategia dentro de la campaña 
presidencial, el BDH subió a 50$.  Además opera el Crédito de Desarrollo Humano para que las beneficiarias puedan en lugar del bono 
mensual, optar por un crédito para iniciar un pequeño negocio con 24 mensualidades adelantadas de $840, respondiendo a las críticas 
de que el bono no ayudaba a las mujeres a salir de la pobreza por sus propios medios.(Chiriboga y Wallis, 2010) 
34

 A modo de referencia se puede notar que de los 179 artículos de la Ley, únicamente 14 tratan del fomento, promoción e incentivos y 
lo hacen de una manera muy general, sin asignar un presupuesto específico, plazos específicos para la aplicación ni una 
obligatoriedad de las instituciones de ejecutar planes y programas a favor de este sector (a excepción de la obligación de implementar 
márgenes de preferencia a favor de la economía solidaria para las compras públicas.  
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organizaciones del sector de las finanzas populares y solidarias y su uso fuera del ámbito 
geográfico del domicilio de la organización que lo creó (Reg LOEPS Art. 135).   De forma más 
específica, llama la atención la exigencia para la conformación de una cooperativa de vivienda de 
que se presente un bien inmueble previamente adquirido y de que se restrinja el número de 
miembros de acuerdo con “la capacidad del terreno, viviendas u oficinas previstas” (LOEPS Art 
26, RLOEPS Art 80 y 81). Esto funcionaliza la organización cooperativa a un rol comercial 
inmediato, limitando su visión futura y su interés por conformarse para perseguir otros objetivos 
como la cohesión social, la construcción colectiva de un proyecto de vida  con valores éticos 
comunes, etc. La misma obligación de llevar una contabilidad y a pagar impuestos sobre las 
utilidades y excedentes no reinvertidos, obliga a las organizaciones a hacer una valoración 
monetaria de los aportes de sus socios (por ejemplo en trabajo), que conlleva el riesgo de que se 
identifiquen estos con las categorías contables manejadas por el sector capitalista (como el 
trabajo asalariado), que en realidad no corresponden con una visión solidaria (en la que por 
ejemplo se valora no sólo el aporte en trabajo para la actividad de producción de bienes 
económicos para el mercado sino también el trabajo del cuidado, del aporte de los adultos 
mayores al proceso, del trabajo voluntario previo al arranque de la iniciativa económica y otros, 
que hacen que el valor del trabajo sea distinto de la valoración del trabajo asalariado).  
 Finalmente,  hay que resaltar que la ley impone fuertes obstáculos a la articulación del 
sector de la economía solidaria y a su participación en las políticas públicas que le competen. En 
términos de articulación, se autoriza la creación de uniones únicamente si logran agrupar a por lo 
menos 25% de las organizaciones de una misma forma organizativa presentes en del territorio;  y 
a la creación de redes únicamente si agrupan a por lo menos veinte organizaciones de por lo 
menos tres formas organizativas diferentes (RLOEPS Art 116). Además, se restringe la creación 
de más de una Federación, (es decir de organizaciones de integración representativa a nivel 
nacional) de una misma clase, impidiendo la diversidad en la representación y la posibilidad de las 
organizaciones de elegir entre varias alternativas cómo quieren ser representadas (RLOEPS Art 
117). En términos de participación, no está contemplada ninguna participación de las 
organizaciones de la economía popular y solidaria en la toma de decisiones sobre  el fondo de 
liquidez ni del fondo de seguro de depósitos, a pesar de que estas organizaciones son dueñas de 
la totalidad de los fondos del primero y de una parte de los fondos del segundo (LOEPS Art 113 y 
Art 117). Se anula la posibilidad de que los gobiernos locales de participar con voz y voto en las 
políticas públicas del sector de la economía solidaria, a pesar de que tienen un papel fundamental 
en el apoyo a este sector. Estos no son invitados a formar parte del Comité Interinstitucional de la 
Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario, que es el órgano en 
donde se toman efectivamente las decisiones que conciernen a las políticas públicas para este 
sector (LOEPS Art 142). En su lugar, al igual que las organizaciones que representan al sector de 
la economía popular y solidaria, sólo son invitados a participar en el Concejo Consultivo, cuya 
participación se reduce a mecanismos de información y de consulta no vinculante (LOEPS Art 
143). Tampoco tienen ninguna participación en la elección del Superintendente. 
 El enfoque general del marco legal actual en lo relativo a las políticas de fomento, 
promoción e incentivos  a la economía popular y solidaria es el de proteger y promover formas de 
economía en pequeña escala y la economía del familiar, micro, artesanal y popular más que a la 
economía solidaria por sus valores y principios35. De igual manera, los gobiernos autónomos 
descentralizados están obligados por la Ley a destinar presupuestos específicos para el fomento y 
fortalecimiento socioeconómico  de las personas y organizaciones amparadas por la Ley, sin que 
haya una atención especial a las organizaciones solidarias frente a comerciantes minoristas, 
trabajadores autónomos de unidades económicas familiares, etc. (LOEPS Art 133) . A diferencia 
de los estipulado en la LOEPS, el COOTAD sí especifica que las políticas de desarrollo 
económico  territorial deben dar un apoyo privilegiado a este sector (COOTAD Art 4 lit g y Art 64 lit 
g y h).  
 La mayor parte de mecanismos de apoyo previstos, tienden a promover más la integración 
de la economía popular y solidaria en el mercado (a través de apoyos a la generación de valor 

                                                 
35

 En este sentido, es claro el COPCI (Art 57)  al indicar que “El Estado protegerá a la agricultura familiar y comunitaria como garantes 
de la soberanía alimentaria, así como también a la artesanía, al sector informal urbano y a la micro, pequeña y mediana empresa, 
implementando políticas que regulen sus intercambios con el sector privado”. El énfasis en el tamaño más que en los valores alrededor 
de los que se organizan también puede verse en el caso de la preferencia que se da para la compra pública a los pequeños 
productores en la Ley de Soberanía Alimentaria, sean estos empresarios convencionales o  productores agroecológicos (LORSA Art 
14). El único aspecto en el que se fomenta la articulación, es para realizar procesos de industrialización del agro (LORSA Art 15). 
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agregado, la industrialización, la compra pública y la exportación de sus productos), más que a 
fortalecer e incentivar mecanismos de reciprocidad y autoconsumo. Una excepción importante es 
el Art 139 de la ley en el que se indica que “Los actos solidarios que efectúen con sus miembros 
las organizaciones a las que se refiere esta Ley, como parte del ejercicio de las actividades 
propias de su objeto social, no constituyen hechos generadores de tributos”, que se podría 
interpretar como un incentivo a las relaciones económicas de reciprocidad entre personas y 
organizaciones solidarias. Además, la ley promueve que las actividades (servicios) de crianza y de 
cuidado, tanto de bebés, niños, adultos mayores como de personas con capacidades especiales, 
sean realizadas por los propios miembros de la familia (economía doméstica o de autoconsumo), 
en lugar de ser comprados en el mercado al reconocer a las personas responsables de la 
economía del cuidado como parte de las unidades económicas populares (LOEPS Art 74), es 
decir que pueden ser beneficiarias de medidas de fomento a sus actividades económicas y 
además concretamente, pasan a tener el derecho a la seguridad social (LOEPS Art 132 lit 8). 
Lastimosamente, limita a entrar en esta categoría sólo a “las personas naturales que realizan 
exclusivamente actividades para la reproducción y sostenimiento de la vida de las personas, con 
relación a la preparación de alimentos, de cuidado humano y otros”. En la práctica, muchas 
personas trabajan una parte de su tiempo en una actividad de producción de bienes externos y 
otra parte de su tiempo en las actividades de reproducción y sostenimiento de la vida. Estas 
personas deberían también poder tener los beneficios de ser reconocidas como trabajadores de 
unidades económicas populares y su aporte y beneficios de la seguridad social debería poder 
hacerse por ambos tipos de trabajo.  
 En términos de promover los valores de solidaridad, la legislación prevé incentivos para 
que las organizaciones de la economía popular y solidaria apliquen la equidad de género y la 
producción eco-eficiente (COPCI Art 4 lit r y artículo 24 lit c ) así como para que “sus actividades 
se realicen conforme a los postulados del desarrollo sustentable previstos en la Constitución y 
contribuyan a la conservación y manejo del patrimonio natural” (LOEPS Art 141) . Es una pena la 
LOEPS no haya incluido además el manejo del patrimonio cultural porque en Ecuador, la 
economía popular y solidaria es uno de los sectores que más contribuye a el mantenimiento y 
preservación del esta forma de patrimonio intangible. Además, establece una prioridad en el 
otorgamiento de financiamiento y cofinanciamiento a “los programas y proyectos que promuevan 
la inclusión social” y en especial privilegiando aquellas en las que es importante la participación de 
migrantes y la participación de mujeres jefes de familia (Art 133). 
 El siguiente cuadro resume los principales aspectos de la normativa en lo relativo al 
facilitar el acceso a recursos productivos y a proveer facilidades para el facilidades para la 
comercialización y el fomento al consumo solidario36. 
 

Normativa sobre acceso a recursos productivos Normativa sobre comercialización y consumo 

                                                 
36

 Para una discusión detallada de esta normativa ver Andino (2012), Análisis de la normativa ecuatoriana relacionada con el sector de 
la economía popular y solidaria, elaborado en el marco del Propuestas Económicas Transformadoras en la Región Andina: 
vinculaciones entre desarrollo económico local y economía social y solidaria ESS, financiado por la Agencia Vasca de Cooperación 
para el Desarrollo. 
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Normativa sobre acceso a recursos productivos Normativa sobre comercialización y consumo 

Acceso a recursos financieros: 

 Se establecen obligaciones e incentivos fiscales  para que 
las organizaciones de la economía popular y solidaria se 
financien con su propio capital a través de la reinversión de 
sus utilidades y excedentes y un bajo monto de pago de 
impuestos 

 Con la creación de la Corporación Nacional de Finanzas 
Populares y Solidarias se pasa de un enfoque de micro 
finanzas a uno de finanzas solidarias, se generan 
mecanismos de gestión más solidarios y efectivamente 
diferenciados del sector financiero privado y  se establecen 
mecanismos para movilizar nuevos fondos para apoyar al 
sector financiero popular y solidario. 

 Está pendiente la articulación a la Corporación de Finanzas 
Populares y Solidarias de todos los programas del Estado 
orientados a incrementar el acceso a los servicios 
financieros tradicionales y no tradicionales para las 
organizaciones de la economía popular y solidaria, la 
economía popular y las MIPYMES 
 
Acceso al recurso conocimiento: 

 Las políticas de apoyo a las organizaciones de la economía 
popular y solidaria para que accedan al recurso 
conocimiento no priorizan ni promueven los conocimientos 
colectivos, los saberes ancestrales, la participación ni el 
dialogo de saberes. 

 La normativa prevé establecer en todos los niveles del 
sistema educativo del país formaciones y asignaturas 
relacionadas con la economía popular y solidaria pero no 
asigna recursos específicos para este fin. 

Espacios y facilidades para la comercialización: 

 La normativa prevé el diseño de políticas comerciales 
particularmente al servicio del desarrollo de los 
actores de la economía popular y solidaria. Esto 
requiere un diseño de políticas que busque limitar el 
impacto negativo en las esferas no mercantiles y 
proteger la soberanía alimentaria. 

 Los gobiernos autónomos descentralizados tienen el 
mandato de facilitar el acceso a las organizaciones de 
la economía solidaria de espacios para la 
comercialización de sus bienes y servicios 
 
Compra pública, delegación de servicios públicos 
y fomento al consumo solidario: 

 Se autoriza la delegación de la provisión de bienes y 
servicios públicos a las organizaciones de la economía 
social y solidaria. Los GADs tienen que dar prioridad a 
este sector en el proceso de delegación. Los servicios 
de agua y riego pueden ser delegados exclusivamente 
por las organizaciones del sector comunitario. 

 Se hace obligatorio implementar procedimientos y 
márgenes de preferencia para el sector de la 
economía popular y solidaria pero no se establece 
diferencia entre los procedimientos de compras 
inclusivas orientadas a las MIPYMES y aquellas 
orientadas al sector popular y solidario. 

 Se promueve el consumo solidario pero no se definen 
mecanismos ni fondos para hacerlo. 
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Circuitos económicos solidarios: Análisis de los sentidos diversos y las propuestas de política 
pública construidos desde el sector público y desde el movimiento social 
 
 En los años que siguieron la conformación de la Subsecretaría de Economía Social y 
Solidaria en 2007,sucedieron dos procesos simultáneos de construcción de sentidos y de 
propuestas de política pública para el sector de la economía popular y solidaria. Por un lado, se 
articuló el movimiento de economía social y solidaria del Ecuador- messe, con el objetivo primero 
de constituirse en un interlocutor del Estado para la construcción de políticas públicas que sean 
relevantes y adaptadas a las características específicas y a los valores éticos de las 
organizaciones representativas de la economía solidaria que lo conformaron. Por otro lado, se 
consolidó una institucionalidad pública con sus programas y proyectos específicos, principalmente 
destinados a apoyar el sector de la economía popular. Ambos procesos, le asignaron una 
importancia especial a la construcción de mecanismos de intercambio y de relacionamiento entre 
distintos actores que compartieran una visión común sobre la necesaria transformación 
económica. En el caso del sector público, se puso énfasis a la relación entre el Estado, las 
unidades económicas populares, y unas pocas organizaciones de productores, a través de un 
mecanismo de compras públicas “inclusivas” que se realizaron en los llamados “circuitos” del 
“buen servicio”, del “buen alimento”, de la “buena manufactura”, etc. En el caso del movimiento 
social, se puso énfasis en la construcción colectiva, y partiendo de las experiencias concretas, de 
un concepto de “circuitos económicos solidarios” que permitiera articular intercambios fuera de la 
lógica del mercado autorregulado, desde un enfoque territorial pero también entre actores 
ubicados en diversos territorios que compartieran valores solidarios comunes. A partir de este 
concepto, se articularon propuestas de política pública que permitieran al Estado ser partícipe de 
estos circuitos sin desnaturalizar su sentido solidario y ni sobre estimular las lógicas de mercado o 
de redistribución frente a las lógicas de reciprocidad y auto-consumo.  
 Las deficiencias en el sistema de participación ciudadana que se describieron antes han 
dificultado que estos dos procesos se articulen y se retroalimenten adecuadamente. Si bien es 
cierto que el enfoque más centrado en la economía popular que ha tomado el sector público es 
muy distinto al enfoque solidario del movimiento social, es clave notar que al menos en el 
discurso37, la intención de la política social del gobierno de Correa busca hacer el tránsito de 
programas de corte asistencialista y que promuevan una economía “de pobres y para pobres”, 
hacia programas que permitan satisfacer las necesidades básicas mediante emprendimientos 
económicos dignos y solidarios. En este sentido, el sector público puede tener un interés en 
aprender y hacer suyas algunas de las propuestas del movimiento social de economía solidaria. 
De igual manera, el movimiento social reconoce que pasar de un pequeñísimo segmento de 
organizaciones que se identifican con lo solidario hacia una sociedad que reoriente su economía 
para ser consecuente con el paradigma del Sumak Kawsay sería más fácil si el sector público 
apoyaría específicamente a la economía solidaria pero también si existieran incentivos concretos 
que permitan que el amplio sector de la economía popular tienda hacia una economía solidaria38. 
A continuación se presentarán los hitos claves en estos dos procesos así como sus principales 
resultados. Luego haremos una reflexión sobre la forma en que pueden articularse mejor para 
aportar a la construcción de una política pública más efectiva en promover el tránsito hacia un 
sistema económico social y solidario (como indica nuestra Constitución).  

                                                 
37

 Uno de los objetivos estructurales enunciado en la Agenda de la Revolución de la Economía Popular y Solidaria 2011-2013 es: 
“Promover la transición de las formas de organización de la economía popular a las formas de organización de la economía popular y 
solidaría, sean estas, cooperativas, asociativas o comunitarias”.  
38

 “El MESSE no es un movimiento político, y sin embargo nuestra apuesta por la economía solidaria representa una apuesta hacia la 
transformación integral de la sociedad y por lo tanto, no puede consolidarse ajena a una postura política. Por lo tanto, nos articulamos 
en una acción colectiva que permita hacer de esta  declaratoria de ruptura de nuestra Constitución, un proceso vertiginoso y constante 
de construcción de un Ecuador diferente y solidario.” MESSE- carpeta institucional 2011 
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1. Los circuitos socio-económicos: una política pública para articular la 
economía popular con la compra pública  

 La construcción de una política pública que articule lo económico y lo social: el Plan 
Nacional de Inclusión Económica y Social 

 Al inicio del gobiernos de R. Correa en el 2007, se elabora la Agenda Social 2007-201039y 
se aprueba el “Programa Nacional de Inclusión Socio Económica” cuyos objetivos son:  
(1) Promover la generación de oportunidades para nuevas y mayores fuentes de ingresos para las 

personas y familias que se encuentren en situación de pobreza y exclusión;  
(2) Aumentar la asociatividad, principalmente de los micro y pequeños empresarios y productores, 

a través de la creación de empresas y organizaciones asociativas con vinculación a cadenas 
productivas, producción bajo contrato y desarrollo de proveedores;  

(3) Promover y facilitar el acceso de micro y pequeños productores a los mercados local, nacional 
e internacional;  

(4) Fomentar la productividad de las actividades y procesos de los micro y pequeños productores; 
(5) Generar mejores capacidades de gestión, innovación y comercialización en los micro y 

pequeños productores y sus diversos tipos de asociaciones” (MCDS, 2007).  
 El Programa incluye dos acciones: (1) Cadenas productivas y turismo: Negocios inclusivos 
agroindustriales con potencial de mercado; Turismo y Vivienda para Todos”; y (2) “Cadena de 
Compras Públicas: Hilando el Desarrollo, Desayuno Escolar y Ferias a la Inversa.  
 Cabe notar que el enfoque de esta agenda carece de unidad y de coherencia en términos 
de la conceptualización de una estrategia que permitiera avanzar hacia un sistema económico 
social y solidario. Por un lado el modelo de “negocios inclusivos”- promovido en el Ecuador por el 
Servicio Holandés de Cooperación SNV, miembro del Consejo Mundial Empresarial para el 
Desarrollo Sostenible-WBCS40- promovía la articulación de los productores campesinos y los 
emprendimientos populares con grandes empresas (por ej. PRONACA, Nestlé, Grupo Noboa, 
etc.) con valores muy alejados de la economía solidaria. Esta apuesta por “anclar” a los pequeños 
productores en negocios con grandes empresas que tradicionalmente los han explotado  a través 
de condiciones de precios y contratos muy desfavorables fue fuertemente criticada por un 
importante sector de movimientos sociales, las ONG y la cooperación internacional41. Muchos 
actores lo vieron como una estrategia que permitiría funcionalizar para el gran capital formas de 
empresas familiares, trabajos a domicilio, servicios en las calles, agricultura por contrato, etc. 
denominándolas “iniciativas de economía popular y solidaria” para que  se pueda de justificar la 
prevaricación, subcontratación y la multiplicación de formas inorgánicas de trabajo42.  
 Por otro lado, el Programa incluye un modelo de compras públicas que explícitamente 
busca hacer del Estado un demandante importante de los productos de la economía popular, de 
tal manera que los pequeños productores no tengan que necesariamente depender de la 
demanda de las grandes empresas que siempre los explotaron43. Este componente beneficia al 
sector de la economía popular, con la intención de promover su tránsito hacia la economía 
solidaria. Este componente incluye el diseño de una institucionalidad específica capaz de adecuar 
las condiciones de compra a las capacidades y necesidades específicas de los actores de este 
sector (Ferias Inclusivas) y la articulación con programas públicos de acceso al financiamiento y a 
la capacitación que permitan mejorar la oferta proveniente de este sector.  Es importante notar 
que el programa de compras públicas inclusivas fue posible gracias a la creación en el 2008 del 

                                                 
39

 Es importante notar que la construcción de esta Agenda, así como la mayoría de instrumentos de planificación y de diseño de 
política pública del gobierno de Correa se realizó a partir de consultorías de expertos, información de fuentes secundarias, revisión de 
experiencias internacionales, y a lo sumo algunas entrevistas con actores involucrados (Cunnil 2010), pero claramente no en el marco 
de un proceso amplio de participación ciudadana. 
40

 El Consejo Mundial Empresarial para el Desarrollo Sostenible-WBCS está presidido por el Banco de América y entre sus miembros 
más activos están la petrolera Shell, China Petrochemical Corporation, Toshiba, Toyota, Monsanto, Nestlé, entre otros 
41

 Para una crítica muy bien documentada del efecto de este modelo, relacionado con la agricultura por contrato, en el caso del agro 
ecuatoriano ver León Xavier y Yumbla María Rosa (2010), El agro negocio en Ecuador : El caso del maíz, Acción Ecológica: Quito 
42

 Esta perspectiva coincide con la crítica realizada por Coraggio (2007 a) a “ las “ondas” de la política social marcadas por las 
asesorías de los organismos internacionales, que impulsan opciones de autoayuda productiva, microcrédito, valorización de activos de 
los pobres, políticas que aspiran a “incluir” a los exitosos en el mismo sistema individualista de mercado que los expulsó o nunca los 
integró” 
43

 De hecho, el programa “Nutriendo el Desarrollo” parte de la premisa de que el 70% de los productores de leche en el Ecuador son 
pequeños y medianos y que la compra de su leche por las grandes industrias lácteas muchas veces devenía en precios arbitrarios que 
los perjudicaban. Dado que los programas gubernamentales de alimentación demandan 16,6 millones de litros anuales de leche que 
antes se abastecían con leche importada, conectar al Estado con los pequeños productores era una posibilidad real de política pública 
para mejorar sus condiciones de venta.  
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Programa de Provisión de Alimentos-PPA que devolvió al Estado su competencia en la compra 
pública de alimentos, realizada antes por el Programa Mundial de Alimentos y que permitió reducir 
considerablemente el volumen de alimentos importados en el total de la compra del programa44.  
 La implementación de este segundo componente estuvo a cargo de “Socio País”, una 
unidad ejecutiva dentro del Ministerio Coordinador de Desarrollo Social- MCDS, y a partir del 2010 
del Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria-IEPS del MIES (Cunnil, 2010). Con la 
transición de estos programas al MIES, se modificó también el nombre de los mismos, pasando a 
formar parte de los Circuitos del Buen Alimento (Nutriendo el Desarrollo y alimentación en los 
CIBVs), Circuito de la Buena Manufactura (Hilando el Desarrollo), Circuito del Buen Servicio 
(Ferias inclusivas para servicios de limpieza, catering, etc.), en cumplimiento al objetivo 2 de la 
Agenda de la Revolución de la Economía Popular y Solidaria 2011-2013 que busca: “Articular las 
formas de organización de la Economía Popular y Solidaria para fortalecer y dinamizar los 
procesos de producción, distribución, circulación, financiamiento y consumo de bienes y servicios” 
y que tiene como estrategia fundamental “consolidar la organicidad de la Economía Popular y 
Solidaria en circuitos productivos, de intercambio, de generación conjunta de condiciones 
institucionales e infraestructurales para su desarrollo”. En esta Agenda, los programas 
emblemáticos y proyectos habilitantes tienen que ver con la implementación de “Los Circuitos 
Socioeconómicos son sistemas dinámicos conformados por los componentes del proceso de 
producción (producción, acopio, transformación y agregación de valor, comercialización, 
promoción de consumo y, el financiamiento transversal) y, de gestión de servicios (diseño, 
elaboración con agregación de valor, promoción, comercialización, y, el financiamiento 
transversal), que articulan directamente a los trabajadoras y trabajadores de la Economía Popular 
y, Economía Popular y Solidaria e indirectamente a los trabajadores del sistema económico en 
general; y, faciliten el acceso y propiedad de los activos productivos para su realización” (AEPS, 
2009) 
 
 El siguiente cuadro muestra los objetivos, pasos de implementación y resultados de los 
principales subprogramas de compra pública inclusiva:  

                                                 
44

 Antes del PPA, la compra pública se realizaba mediante grandes licitaciones para adquirir al por mayor los alimentos que 
necesitaban. En el caso del fréjol por ejemplo, generalmente era ofertado por grandes intermediarios y mayoristas quienes ofertaban y 
ganaban las licitaciones con base en su capital económico, y terminaban muchas veces importando los productos (como la lenteja de 
Canadá) para cumplir con los contratos de provisión y para abaratar sus costos, afectando los intereses de los productores. 
Posteriormente, con la creación del Instituto Nacional de Compras Públicas (INCO), se reglamentaron todas las compras del estado y 
se colocó como requisito le entrega de pólizas y garantías a favor del Estado, con lo cual se excluían a los pequeños productores /as 
que no estaban en condiciones de ofrecer tales garantías. Fuente: Guerrero R. (2009), Fréjol: Estrategia de articulación de las OECAs 
para acceder a los mercados públicos- Sistematización de la Participación de las Organizaciones Económicas Campesinas de 
Imbabura  y Carchi en el PPA, FORCAFREJOL 
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Programa “Nutriendo el Desarrollo” (inc. Programa de Granos Andinos y Cereales): 

Objetivo: Incluir a micro y pequeños productores de lácteos en las compras públicas de los programas sociales de alimentación, 
así como su participación de forma asociada en la generación de valor en su industrialización. 
Pasos de implementación: 
1. Se aprueba un precio de sustentación de la leche al productor (0,35/litro más premios de calidad) que permite fijar el precio al 

consumo (0,60/litro) que se revisa semestralmente, en un proceso de concertación entre el MAGAP y los productores asociados 
2. El MCDS selecciona los pequeños productores (con menos de 20 ha) que forman parte del programa 
3. La Asociación de Ganaderos de la Sierra y del Oriente (AGSO) crea centros de acopio para la compra directa a los productores, 

con el apoyo financiero del  MAGAP, la CFN y el BNF.  
4. Los programas PRODER-MIES y CADERS-MAGAP brindan capacitación a los pequeños ganaderos en mejoramiento de 

calidad y de gestión y líneas de crédito para fortalecer sus negocios  
5. Los industriales (incl. la empresa Ordeño de la AGSO) transforman la leche en complementos alimenticios entregados a: 

Programa de Alimentación Escolar-PAE (Ministerio de Educación), Programa Aliméntate Ecuador (MIES) y Programa Nacional 
de Alimentación y Nutrición- PANN (Ministerio de Salud) 

6. El Programa de Granos Andinos y Cereales promueve un modelo similar en el que pequeños productores provean quinua, 
amaranto y cebada. Para la comercialización se trabaja con la Fundación Maquita Cushunchic. 

Resultados: 

 41 centro de acopio de la AGSO en 7 provincias. 2627 pequeños productores venden al Programa* 
 1500 productores de cereales andinos involucrados a fines del 2008 

 

Objetivo: Mejorar el ingreso de los micro y pequeños artesanos, mediante el acceso a la compra pública de uniformes escolares, 
con preferencia a artesanos locales, y la provisión de servicios de capacitación y microcrédito. 
Pasos de implementación:  
1. La Junta Nacional de Defensa al Artesano-JNDA identifica el universo de artesanos de confección en cada zona 
2. El SECAP capacita a los artesanos en técnicas de moldeo, corte y acabado de las prendas del programa  
3. El Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria- IEPS califica los artesanos acreditados por un colegio artesanal; que han 

recibido la visita de verificación de capacidad de producción; y estén inscritos en el Registro Único de Proveedores del Estado  
4. El IEPS negocia con el Ministerio de Educación las condiciones de precio, tiempo y calidad del producto, de tal manera que 

corresponda con la capacidad y oferta real de los artesanos (conocida gracias a grupos focales con los actores del sector) 
5. Contratación a los artesanos calificados a través de ferias inclusivas organizadas por las Redes Educativas, colegios técnicos y 

direcciones provinciales de educación de cada provincia 
6. Asignación al artesano seleccionado de un cupo de producción, entrega de la lista de proveedores y precios de la tela y de una 

ficha técnica que describe los estándares de tela, acabado y los patrones que debe utilizar para cada talla.  
7. Inspección por el Ministerio de Educación de los procesos de contratación y confección de los uniformes 
Resultados: 

 113 artesanos entregarán uniformes en el período escolar 2013-2014 de la costa (40% más que en el 2012)** 
 Para el 2013-1014 se prevé una inversión pública de 27 millones 978 mil dólares.  
 Más de 1215 artesanos fueron capacitados a través del SECAP y se entregó 11 millones de dólares en microcréditos (2009) 
 Se estima que 1320 artesanos de alrededor de 12 provincias del país participando en el Programa***. 
 Se proyecta la compra de otros textiles como sábanas, toallas, vestuario médico para los hospitales estatales, etc. 

Objetivo: Implementar un mecanismo para incluir a los pequeños productores en las compras públicas del Estado.  
Pasos de implementación: 
1. Ministerios, gobernaciones, alcaldías, empresas públicas, etc. formulan su demanda de bienes y servicios 
2. Funcionarios públicos, en consulta con actores del sector, definen un “precio justo” que permita un beneficio razonable al 

productor en base a un costo referencial de producción diferenciado de acuerdo al lugar de origen. 
3. En una feria se presentan los pliegos y se apoya a los potenciales proveedores a registrarse en el sistema electrónico de 

compras públicas del Estado, a conocer las opciones de crédito y de asesoría para mejorar su capacidad como proveedor. 
4. En la feria se registran veedores para implementar una veeduría social del proceso 
5. Una comisión que incluye a funcionarios de la Secretaría Técnica de Compras Públicas registran y califican las propuestas 

recibidas; adjudican los contratos priorizando oferentes del lugar y publican los resultados. 
Resultados: 

 Se han realizado más de 41 ferias inclusivas para productos y servicios tan variados como: suministros de oficina, servicio de aseo, 
mobiliario, equipos y sistemas informáticos, uniformes escolares, alimentos secos y procesados (ej. fréjol, quinua, granola), 
alimentos frescos (ej. frutas y verduras), juguetes, etc.  

 Han participado instancias del gobierno nacional como el MIDUVI, el SENAMI, el DINSE, el STMCDS, el Ministerio de Educación, 
el MIES-INFA, el Programa de Provisión de Alimentos- PPA, MIES-Centros Infantiles del Buen Vivir-CIBVs, etc. 

 La compra pública en ferias inclusivas ha sido de 85 millones de dólares (3% del total de compra pública en 2012) 
 En 2009 el 100% de los contratos de uniformes se compraron en ferias inclusivas aunque hubieron denuncias de irregularidades 

(en un territorio hubo la denuncia de que 2 personas obtuvieron más del 50% de los contratos) **** 
 El procedimiento de Ferias Inclusivas fue incluido en la nueva Ley de Contratación Pública vigente desde el 2008 
 En el 2011 se suspende ese mecanismo de compra del Programa de Provisión de Alimentos- PPA 
 En el 2012, se establece este mecanismo para la compra de alimentos del Programa INFA del MIES-Centros Infantiles del Buen 

Vivir-CIBVs así como para los cuarteles, hospitales y cárceles.  

Fuente: La descripción de los programas ha sido resumida a partir del estudio de Cunnil (2010) y de entrevistas realizadas a los funcionarios del IEPS.  
* entrevista a Juan Pablo Grijalva, gerente de la AGSO. 
* * Diario El Telégrafo 16/02/2013 
* ** Página web del Ministerio Coordinador de Desarrollo Social www.mcds.gob.ec  
* *** Denuncia de un grupo de artesanos documentada por la TV de Manabí http://www.eldiario.com.ec/videos-manavision/1134-artesanos-incorformes-con-contratos-de-hilando-

el-desarrollo.html 

http://www.mcds.gov.ec/
http://www.eldiario.com.ec/videos-manavision/1134-artesanos-incorformes-con-contratos-de-hilando-el-desarrollo.html
http://www.eldiario.com.ec/videos-manavision/1134-artesanos-incorformes-con-contratos-de-hilando-el-desarrollo.html
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 Análisis de los resultados de la implementación del programa de compras públicas 
inclusivas en el apoyo a la economía solidaria 

★ Incorporación de emprendimientos populares y/o solidarios a las compras públicas  

 Como ya se mencionó, el conjunto de subprogramas de compras públicas inclusivas no 
tomaron como grupo meta a las organizaciones de la economía solidaria, ni siquiera al sector 
asociado de la economía (cooperativas, asociaciones, comunas, etc.), sino que se enfocó en los 
micro empresarios y los pequeños productores (empresas con menos de 50 empleados), con la 
idea de que en el futuro, estos puedan constituirse en redes de solidaridad  y/o asociatividad.   
Este enfoque hace que las cifras que muestra el gobierno en términos de compra pública al sector 
de la economía popular y solidaria no representen efectivamente ni siquiera la contribución del 
Estado a dinamizar la economía de los pequeños emprendimientos unipersonales o familiares 
intensivos en trabajo propio o familiar (que podría ser una definición más apropiada para la 
economía popular). Así, de los 85 millones de compra pública supuestamente a este sector, 50 
millones son compras realizadas únicamente a treinta proveedores, que evidentemente no son 
pequeños emprendimientos unipersonales o familiares. De los proveedores que representan  los 
restantes 35 millones, únicamente ocho son catalogados por el IEPS como actores de la 
economía popular. Es decir que la compra pública a este sector en realidad no llega ni al 1% del 
presupuesto de compras total45. De todas maneras, hay que señalar que se ha realizado un 
esfuerzo importante por parte del Estado por pasar de compras públicas destinadas 
principalmente a productos importados y/o producidos por las más grandes empresas del país, 
hacia un modelo de compras públicas que  priorice la producción nacional y que dinamice al 
menos el sector de las MIPYMES. De hecho, el IEPS realizó un estudio en el que se muestra que 
al menos 6.0000 millones de dólares (es decir casi el 60% de la compra pública total del Estado) 
podrían ser ofertados por actores de la micro, pequeña y mediana empresa46. 

★ Incremento de la capacidad institucional del Estado para incorporar en sus programas 
a los actores de la economía popular y solidaria 

 Un segundo aspecto fundamental de esta política ha sido la capacidad de generar una  
institucionalidad integradora e intersectorial en la que además, se reconozca la necesidad de 
innovar en los procesos de gestión pública de tal manera que no sólo se cumpla el objetivo de 
proveer bienes y servicios de calidad a la población sino que en ese proceso, se pueda fortalecer 
a los emprendimientos populares y a las personas que han estado tradicionalmente excluidas o 
marginadas por el mercado. En este sentido, cabe resaltar el rol que juega el Instituto de 
Economía Popular y Solidaria- IEPS en el proceso de negociación que permite llegar a las 
condiciones de tiempo de entrega, calidad y precio justo impuestas por los diversos ministerios a 
los actores de la economía popular. Este proceso, pasa por una etapa de dialogo entre 
funcionarios del IEPS y artesanos, pequeños productores y/o organizaciones representativas del 
sector de los bienes o servicios demandados. En este dialogo preliminar, el objetivo fundamental 
es que ambas partes conozcan las capacidades y necesidades mutuas de tal manera que se 
pueda llegar a un acuerdo que sea favorable y posible para ambas partes. Una vez llegado a un 
acuerdo, el IEPS negocia a su vez con el Ministerio o la instancia gubernamental que hace la 
demanda (y que tiene el presupuesto para la compra), de tal manera que estos comprendan las 
condiciones específicas en las que se puede hacer una compra pública inclusiva y acepten 
modificar sus procedimientos de contratación y sus pliegos tradicionales, de tal manera que se 
adecúen a lo que es posible y beneficioso para el sector de la economía popular47. En este 
sentido, este programa es un esfuerzo muy exitoso de romper las tradicionales barreras entre la 
política social y la política económica así como de articular efectivamente los servicios brindados 
para un mismo segmento de la población por diferentes instancias del Estado. Por ejemplo, el 
programa ha permitido articular a los proveedores de la economía popular con programas de 
crédito provenientes principalmente del BNF y de la CFN así como a los programas de 
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 Lara (2011), Oferta de la Economía Popular y Solidaria y participación en la demanda pública, consultoría contratada por el Instituto 
de Economía Popular y Solidaria. 
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 Entrevista con Antonio Santillán, Director de Área de Intercambio de mercados del IEPS- para el caso de la definición de pliegos 
conjuntamente con los artesanos y la negociación con el Ministerios de Educación. Para el caso de la definición participativa del precio 
del fréjol, esta fue realizada a través de la Mesa Técnica del Fréjol en Imbabura que incluyó a las Asociaciones de productores de la 
zona y a los técnicos del MIES-PPA. Este proceso está documentados en el estudio de Guerrero (2009). 
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capacitación ofrecidos por la SECAP. Este año se está trabajando en un mecanismo que permita 
que los créditos sean ofrecidos por el sector financiero social y solidario gracias a una articulación 
entre el IEPS y la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias. 
 Sin embargo, la deuda pendiente de este programa es una mayor y más efectiva 
articulación con las organizaciones e instituciones de la sociedad civil que pudieran contribuir a 
mejorar la calidad de los procesos de gestión pública gracias a sus mecanismos de participación y 
a su oferta de servicios más adecuadas a las demandas específicas de los actores de la 
economía popular. Este es un desafío reconocido por la actual directora de capacitación a actores 
de la EPS48. Así por ejemplo, frente a la disconformidad manifestada por algunos de los artesanos 
del programa Hilando el Desarrollo con la calidad y el contenido de la capacitación brindada por el 
SECAP (Cunnil, 2010), podrían desarrollarse otras opciones de capacitación dictada por 
Universidades, Institutos privados, ONG y/o organizaciones sociales con amplia experiencia en 
cada temática y que tengan un mayor conocimiento de las capacidades y necesidades de los 
participantes. En este sentido, es clave por ejemplo que la asistencia técnica en áreas tan 
sensibles como la agroecología o el turismo comunitario, sean dictadas por organizaciones que 
llevan años practicando esta forma de economía y de vida y no se pretenda que sean los mismos 
funcionarios públicos que años antes promocionaron la revolución verde o los modelos 
convencionales de negocios los que funjan ahora de instructores adecuados para la economía 
solidaria. De igual manera, está pendiente construir una institucionalidad que efectivamente 
articule a los Gobiernos Autónomos Descentralizados en la promoción y fomento a la economía 
solidaria. Efectivamente, aunque la Ley no permita a los gobiernos locales la participación en el 
Comité Interinstitucional de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y 
Solidario, el nuevo Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización-
COOTAD asigna el mandato a los gobiernos autónomos descentralizados de realizar procesos de 
planificación participativa, de destinar presupuestos específicos, de conformar capitales de riesgo 
y empresas mixtas de economía solidaria y en general, de implementar políticas de fomento a la 
economía social y solidaria. Además, aunque la legislación no obliga a los GADs a comprar sus 
productos y servicios a organizaciones de la economía popular y solidaria ni les asigna un rol 
específico en los procesos de compras inclusivas, les posibilita a promover la difusión de los 
productos de la economía popular y solidaria y a exigir que los medios de comunicación del 
territorio asignen espacios para este fin. Su participación efectiva permitiría una mejor 
identificación de los actores en el territorio así como facilitar una participación de calidad de los 
mismos en las políticas públicas. De hecho, una de las demandas más fuertes de los actores de la 
economía popular y solidaria que han estado involucrados en estos procesos es la necesidad de 
mejorar la identificación de las organizaciones y emprendedores que puedan participar en las 
ferias inclusivas, evitando que sean los mismos intermediarios organizados o camuflados en la 
imagen de pequeño productor los que se lleven los contratos. De igual manera, solicitan que se 
mejoren los mecanismos de veeduría ciudadana para que se haga un control efectivo a los 
procesos de adjudicación de los contratos49. En este sentido, estos procesos se fortalecerían 
mucho con la participación activa de organizaciones de la economía solidaria reconocidas en un 
territorio así como por los gobiernos locales.  

★ Incremento de los beneficios económicos,  de la autoestima y de la confianza de los 
emprendedores populares 

 Desde otra perspectiva, este programa ha permitido renovar la capacidad del Estado de 
convertirse en un actor virtuoso dentro de mercados que han estado marcados relaciones de 
profunda desigualdad y explotación. Por ejemplo, para Antonio Santillán, Director de Area de 
Intercambio de mercados del IEPS , el programa Hilando el Desarrollo se ha constituido como una 
real puerta de entrada al mercado de la confección para mujeres que no veían otra alternativa que 
trabajar en las maquilas. Según Cunnil (2010), los emprendedores populares que han participado 
señalan como algunos de los resultados:  

 Incremento su confianza para invertir, acceder a líneas de crédito y planificar su producción,  
 Aumento significativo de su capacidad de producción 
 Incremento de su autoestima y orgullo por el destino de su producción a programas sociales 
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 Entrevista con Teresa Carbonel, directora de la Dirección de Capacitación a actores de la EPS del IEPS 
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 Entrevista con actores que han participado en el proceso de compra pública inclusiva.  
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 Incremento del precio al productor (ej. de 0,20 ctv/litro a 0,35 ctv/litro en el caso de la leche; la 
utilidad del productor de fréjol pasó de 10 USD/ quintal a 19 USD/ quintal con el PPA) 

 Incremento de la consciencia social de la AGSO frente a los pequeños productores 
 Posibilidad de contar con un ingreso estable50  

★ Bajo efecto en promover la asociatividad y la solidaridad en las prácticas económicas 
populares 

 Finalmente, hay que resaltar que este programa no ha tenido casi ningún interés ni efecto 
en promover la asociatividad ni la profundización de los valores de solidaridad (ej. la producción 
de tipo agroecológica) en los emprendimientos populares. Como se indicó anteriormente, el 
programa no está orientado hacia actores de la economía solidaria pero tampoco establece 
incentivos específicos a los proveedores que se presentan de forma asociada. De hecho, entre los 
criterios que permiten priorizar un proveedor sobre otro que cumplan las condiciones para brindar 
el bien o servicio, no se incluye un criterio de asociatividad51. Si bien la AGSO y la Junta Nacional 
del Artesano juegan un rol en la identificación de los actores y en la compra para la venta 
asociada (AGSO), no hay una prioridad de la compra pública a las organizaciones de productores 
frente a organizaciones de comerciantes o pequeños y medianos empresarios individuales. Según 
las organizaciones de la Mesa Técnica del Fréjol, las asociaciones de comerciantes e 
intermediarios siguen participando y llevándose los contratos porque “el PPA no profundiza un 
sistema de verificación y veeduría social que, rebasando la calidad y cantidad del producto, facilite 
un análisis de las formas de reparto o distribución de los ingresos provenientes del rubro 
comercializado” que garantice el beneficio real y directo a las familias campesinas; ni cuenta con 
un sistema de veeduría social efectivo (Guerrero, 2009). 
 Por otro lado, a pesar de un esfuerzo fuerte impulsado por Mariana Galarza en su calidad 
de Directora del Programa Aliméntate Ecuador por insistir en la necesidad de modificar la calidad 
de la oferta nutricional de los programas sociales del Estado hacia productos frescos, diversos y 
producidos localmente de forma limpia, actualmente aún hay un buen porcentaje de la demanda 
que está compuesta por alimentos procesados no muy nutritivos (ej. azúcar, fideo, enlatados, etc.) 
y tienden a demandar el mismo producto durante todo el año. Además, el limitadísimo 
presupuesto asignado por el Estado para la alimentación de cada niño (ej. en un CIBV se destina 
1,15 ctv/niño/día para cuatro comidas), no facilita la oferta de alimentos producidos de forma 
solidaria. Por lo tanto, la demanda de alimentos frescos, diversos y producidos de forma 
agroecológica, que constituye la mayor parte de la oferta de los actores de la economía solidaria, 
es sumamente limitada. En la experiencia de la Asociación de Productores y Comercializadores 
de productos agroecológicos del Austro (APA Austro)52 para constituirse en proveedores de los 
Centros Infantiles del Buen Vivir-CIBVs, se muestra que un  centro de estos demanda a lo sumo 
uno a tres atados de acelga y requiere el mismo producto  todo el año cuando la oferta de la APA 
Austro se caracteriza más bien por su alta diversidad (23 tipos diferentes frutas andinas y 
tropicales, 27 diferentes legumbres y verduras, 4 tipos de granos tiernos, 4 tipos de raíces y 
tubérculos). En este caso, la posibilidad de las organizaciones de la economía solidaria de proveer 
efectivamente a los CIBVs, dependería mucho de la capacidad del  Estado de apoyarlas para la 
constitución de centros de acopio, de cuartos fríos y de medios de transporte que permitan 
realizar la distribución sin afectar la calidad. Finalmente, requeriría de sistemas de pago más 
adecuados puesto que estas organizaciones generalmente no cuentan con el capital de trabajo 
que permita pagar inmediatamente a los productores mientras esperan el pago del Estado que 
puede demorar entre 45 a 55 días luego de la entrega de facturas en el caso de los CIBVs y con 
retrasos de más de seis semanas en el caso del PPA. Otro limitante fuerte a la posibilidad de este 
programa de compra pública de efectivamente propiciar la articulación es la inestabilidad de las 
políticas que lo rigen. Así, en el 2011 por ejemplo, se suspendió la compra mediante Ferias 
Inclusivas del Programa de Provisión de Alimentos, causando una fuerte disconformidad en 
organizaciones como la Mesa Técnica del Frijol y la Corporación de Productores y 
Comercializadores de fréjol de los cantones Pallatanga, Alausí y Colta (COPROCOFREPAC) que 
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 Los criterios son (1) calidad; (2) capacidad de producción; (3) vulnerabilidad (adulto mayor, persona con capacidades especiales); (4) 
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 Consorcio CEDIR, FEM, RAA y AVSF-CICDA (2012), Inclusión de los pequeños productores en las compras públicas: la experiencia 
de comercialización de la asociación de productores y comercializadores de productos agroecológicos del Austro-APA Austro, Proyecto 
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se habían organizado y habían realizado inversiones que les permitieran constituirse en 
proveedores del Estado.  

2. Los circuitos económicos solidarios: perspectivas de articulación desde el 
movimiento social y desafíos para el sector público  

 Conceptualización, identificación y apuesta por los circuitos económicos solidarios 

★ El movimiento de economía social y solidaria del Ecuador- messe y su 
conceptualización de la economía solidaria 

 El movimiento de economía social y solidaria del Ecuador- messe53 “es un colectivo social 
de presencia nacional que articula, comparte y fortalece las iniciativas de actores con prácticas y 
experiencias de la economía solidaria; respetuoso con la naturaleza y el ser humano,  que 
promueve, valora y construye  diálogos, conocimientos y saberes mediante un aprendizaje 
comunitario; generando, difundiendo y posicionando propuestas  a nivel local, nacional, regional y 
global para transformar la sociedad en el marco de una economía de la solidaridad, celebrando la 
vida y así alcanzar el Sumak Kawsay”. Su mandato o mink’a se recoge en la frase: “Comunidades 
y pueblos solidarios celebrando y sembrando la vida”54. Desde su creación en el 2006, ha 
propiciado el encuentro y diálogo intercultural de más de 300 diferentes dinámicas, experiencias, 
proyectos, prácticas y procesos urbanos y rurales que realizan actividades vinculadas a la 
economía: popular, comunitaria, del cuidado, social solidaria, del trabajo, alternativa, etc., y que en 
forma conjunta construyen nuevas formas de vida hacia un nuevo modelo de desarrollo. 
Participan activamente organizaciones procedentes de 15 provincias del país y maneja una red 
virtual de intercambio de información en la que están suscritas más de dos mil personas y 
organizaciones. Como movimiento social de presencia nacional, el messe se ha constituido en 
una plataforma desde la que se construyen propuestas de acción colectiva que permitan 
transformar las relaciones sociales a partir de las prácticas y los principios de la Solidaridad, para 
avanzar hacia una sociedad que representa el Sumak Kawsay. En este sentido, se sitúa dentro de 
la tendencia de algunos movimientos sociales en Ecuador que tienen el reto de “reorganizar el 
diálogo intercultural para la construcción democrática del Sumak Kawsay; y de pensar mejor las 
transiciones, entre la situación actual y la construcción del sumak kawsay, uno de cuyos retos, es 
la concreción de una economía política del sumak kawsay” (Ramón 2012). 
 En este sentido, el messe ha desarrollado un concepto de economía solidaria muy cercano 
a la noción de economía ancestral andina, es decir en el que la práctica económica permita 
consolidar “un tejido donde con-viven seres diferentes en una calidad de mingados, es decir de 
seres, no solo humanos, que laboran para y desde el mantenimiento y reproducción de una 
condición y calidad de vida. (…) Esta comunidad se vitaliza incesantemente complementándose, 
reciprocándose, correspondiéndose, es decir relacionándose dando sentido no solo al acuerdo 
sino al desacuerdo y a lo contrario sin lo cual no podría tener sentido de ciclicidad dinámica pues 
lo andino es lo uno y lo otro, lo de arriba y lo de abajo,  de un lado y de otro que representa al 
conjunto espacial asumido como Madre” (Cáceres, 2012). El movimiento le apuesta a la 
construcción de un tejido sólido de actores de la economía solidaria, que comparten esta misma 
visión de la vida y que no consideran que esta es compatible con el sistema capitalista imperante. 
En este sentido, le apuesta a la construcción de relaciones basadas en el dialogo intercultural de 
saberes55 y en formas horizontales de poder que permitan la recuperación  y valoración de las 
visiones, modos, calidades de vida, comportamientos y escenarios histórico-políticos de los 
pueblos diversos del Ecuador. No es un movimiento político, y sin embargo busca construir una 
postura política que posibilite el tránsito hacia un sistema económico social y solidario. 

★ La apuesta por los circuitos económicos solidarios como el modo privilegiado para 
integrar, ampliar la escala y profundizar los valores del sector de la economía solidaria 

 El messe ha planteado que los circuitos económicos solidarios son el principal mecanismo 
de articulación de los actores del sector puesto que, “a diferencia de las cadenas de valor, 
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funcionan en territorios específicos con su historia, contenido simbólico- cultural, connotaciones 
estéticos- afectivas e identidades individuales y colectivas en el que los actores, además de 
producir, intercambiar y consumir, proyectan sus sueños y construyen su comunidad, en diálogo 
con otras culturas” (messe 2011). Además, permiten que se tejan relaciones en donde la lógica 
del mercado pueda coexistir con procesos económicas de reciprocidad, redistribución y 
autoconsumo, que sustentan la base de solidaridad de toda sociedad56. En este sentido, ejecutó 
en el 2010-2012 un proyecto que permitió un dialogo de saberes entre diversos actores de la 
economía solidaria del país para consolidar una propuesta conceptual, una herramienta de 
trabajo, un diagnóstico preliminar y una propuesta para incorporar a ONG y al sector público en 
dinámicas adecuadas de apoyo a los circuitos económicos solidarios en Ecuador57. 
 Este proceso permitió llegar a una definición colectiva de los CES como “un conjunto 
articulado de agentes socioeconómicos que viven los principios de la Economía Solidaria, en 
donde el Factor “C” de la asociatividad está presente y activo a lo largo de todo el proceso 
económico. Los CES son intercambios de unos a otros, en un movimiento circular de relaciones 
responsables y recíprocas” y como “un instrumento que ayuda en la articulación de las redes y 
movimientos de Economía Solidaria, que vincula los aspectos económicos y socioculturales de 
cada territorio, para la visibilización de esta nueva economía … que ya existe” (Silva 2012). En 
esta definición queda claro que el camino hacia una alternativa de vida en sociedad centrada en el 
sumak kawsay se consolida gracias a la capacidad del sector de la economía solidaria de 
recomponer y re significar  cada una de sus acciones cotidianas y sus prácticas organizativas para 
dar testimonio de que otra forma de relación es posible y puede alcanzar una escala importante al 
menos a nivel territorial. Esta relación, aunque es de tipo económica, está mediada por marcos 
identitarios y culturales particulares y por valores solidarios que imponen el sentido a la relación y 
generan las racionalidades alternativas a economías del capital. Por ejemplo, el proceso permitió 
identificar otras lógicas (en la producción hacia el cuidado del ambiente, del trabajador y de la 
familia; en la transformación hacia sistemas más naturales de bajo impacto y tecnologías 
apropiadas; en la comercialización hacia una relación más directa productor-consumidor 
buscando un comercio justo; en los servicios de capacitación y la salud hacia la práctica del 
diálogo de saberes; en las finanzas hacia el esfuerzo por democratizar el capital; en el consumo 
hacia la generación de conciencia así como la organicidad del sujeto consumidor) que primaban 
ante la lógica del capital (Yaselga, 2011). Esta relación se origina en localidades particulares 
aunque pueden proyectarse a zonas mayores siempre que “se vehiculen identidades y sentidos 
en un movimiento que reconoce diversidad e interculturalidad” (Silva 2012). 
 Desde esta conceptualización, los CES no son sistemas de intercambio en donde hay un 
proveedor y un comprador articulados en una cadena o en un sistema de compra pública (como 
es el caso de los circuitos socioeconómicos promovidos por el gobierno) sino que se constituyen 
en lo que espacios locales y comunitarios donde ocurre la reciprocidad y en donde se puede 
gestarse la conciencia y las estrategias de cambio social que permitan a los actores del sector de 
la economía solidaria constituirse en sujetos políticos en sus territorios (Silva 2012). El ejemplo 
gráfico del funcionamiento del circuito en la comunidad de Paquiestancia permite mostrar un 
circuito con varios componentes activos y guiados por la visión de sus dirigentes, que opera a 
nivel local y puede proyectarse como modelo de control económico territorial (Silva 2012).  
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Fuente: Silva (2012) 
 
 Probablemente la contribución más importante de este enfoque es el de devolver la 
importancia al rol del territorio como espacio privilegiado para la construcción de procesos  
económicos interculturales en donde haya un verdadero dialogo y articulación entre actores 
pertenecientes a las diversas culturas presentes en un territorio (indígenas, afro, mestizas, rurales, 
urbanas, juveniles, etc.) que comparten valores comunes de solidaridad. Se diferencia sin 
embargo del enfoque de algunas corrientes de desarrollo local que vieron al territorio como el 
lugar donde tenía que quedarse la riqueza a toda costa y como la frontera fuera de la cual todo 
estaba permitido (por ej. Cooperativas que deslocalizan a territorios donde existe el  trabajo infantil 
y la destrucción de la naturaleza, pago precario a la materia prima proveniente de otros territorios, 
envío de sus deshechos tóxicos a territorios con poca gobernabilidad, etc.); o que permitieron el 
concepto de “comunidad como colectividad cerrada e indiferente, cuyo aislamiento garantiza el 
carácter alternativo de sus iniciativas económicas” y que “operan sin conexión con la sociedad y la 
economía hegemónicas”( De Souza, 2011). Al contrario, el enfoque de CES  plantea que los 
cambios emancipatorios a nivel micro deben articularse cada vez más en el territorio y fuera de él 
para “ampliar”, sin necesidad de que cada iniciativa crezca desmesuradamente, la porción de la 
economía en la sociedad que se identifica con este paradigma. En este sentido, el “territorio” para 
la economía solidaria puede rebasar fácilmente el ámbito del espacio físico para constituirse en el 
espacio en el que se articulan en red actores de diversos territorios a nivel lo cal, nacional e 
incluso internacional en una forma de vida y de intercambio que les hace sentido desde sus 
valores éticos.  Por lo tanto, si bien los CES surgen en un territorio específico, su desarrollo no 
está limitado por un espacio geográfico local sino por la coincidencia con un proyecto de 
convivencia basado en el  Sumak Kawsay. Por otro lado, los CES no se limitan a una noción de 
especialidad pues en ellos suceden flujos, movimientos que valoran y recrean una dimensión 
temporal que, desde el paradigma del Sumak Kawsay, redefine los tiempos para el consumo, para 
las relaciones, para las conversas, para la ritualidad y la fiesta, para la construcción de lo político, 
etc. y que por lo tanto, no están supeditados a la noción de tiempo-eficiencia ni de tiempo lineal 
omnipresentes en el pensamiento occidental. 

★ Posibilidades y oportunidades para la implementación y/o profundización de circuitos 
económicos solidarios partiendo de las prácticas ya existentes en Ecuador  

 En la actualidad, como lo mostró el proyecto del messe, existen en las diferentes 
provincias del Ecuador un importante número de emprendimientos y organizaciones que siguen la 
lógica de la economía solidaria y que funcionan en prácticamente todas las etapas del proceso 
económico (la producción, transformación, distribución, comercialización, consumo, pos 
consumo/reciclaje y servicios de apoyo como las comunicaciones, servicios de dialogo de 
saberes, gestión y acceso al crédito, servicios de salud intercultural y de incidencia política). Estas 
organizaciones en general  trabajan con los recursos locales disponibles y que tienden a proteger 
y movilizar con fines económicos la riqueza del patrimonio cultural intangible de los territorios. El 
proyecto muestra que las relaciones económicas, que se dan al interior de las iniciativas y con los 
actores articulados en CES, no son todas de tipo mercantil sino que tienen fuertes elementos de 
reciprocidad (como el caso del trueque  milenario de productos entre familias afro y kichwas en 
Pimampiro, la revitalización de la tradición de la minga en el cultivo de papas orgánico en 
Guamote) y de autoconsumo al interior del circuito (como el caso de intercambio de productos 
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entre productores de ferias de diversos pisos climáticos)58. Otra característica importante de las 
relaciones al interior de los CES es que se evidencian casos de relaciones en donde se vive 
efectivamente la interculturalidad, en relaciones que rebasan el sentido económico para 
constituirse en espacios de encuentros donde se tejen “relaciones amistosas entre personas con 
visiones distintas del mundo, y donde se logra intercambiar lo simbólico, los significados, los 
sentidos y lo económico” (ej. trueque de Pimampiro donde pueblos afros y comunidades indígenas 
de la sierra mantienen esta experiencia milenaria o de la FENOCIN que incluye en sus ferias 
interculturales a pueblos mestizos-campesinos, indígenas y negros) (Yaselga 2011). Finalmente, 
es evidente que una gran mayoría de estas prácticas están   basadas en el rescate y cuidado de 
los saberes y conocimientos de sus pueblos para una vida en concordancia con el Sumak Kawsay  
(ej. Las experiencias de chakras andinas, que revitalizan el sentido del cuidado amoroso y 
delicado a la Pachamama; las experiencias de servicios de salud intercultural que valoran la 
naturaleza como fuente de vida y sanación).   
 Lastimosamente, en su mayoría estas prácticas están dispersas por “lo cual no logran una 
adecuada visibilidad ni actoría social y por ello no han sido objeto de las políticas públicas ni 
menos de modelos apropiados para su desarrollo” (Yaselga 2011). Por otro lado, la falta de 
instrumentos metodológicos que permitan el fomento de las mismas, sin desnaturalizar su 
carácter solidario o sin desconocer su riqueza cultural, ha hecho que las intervenciones externas 
(ONG, sector público) sean en muchos casos poco efectivas o incluso perjudiciales.  Un adecuado 
mapeo de estas prácticas en el territorio, así como de las posibles  sinergias que se generan entre 
ellas, permitió mostrar que estas prácticas, además de contribuir a sostener y profundizar “la 
fuente de solidaridad” en la sociedad, tienen mucho potencial de contribuir a incrementar la 
viabilidad económica de las organizaciones de la economía popular y solidaria. De hecho, incluso 
en una relación de tipo mercantil, al existir muchos otros factores que determinan el intercambio 
(calidad, confianza, interés en mantener una relación de largo plazo, interés en apoyar los valores 
solidarios, construcción de un sujeto político colectivo, etc.) el factor precio deja de ser el factor 
diferenciador. Por otro lado, como indica Silva (2012), se evidenció que los CES bien articulados: 
(1) incrementan las opciones de apropiación del excedente (plusvalía) del proceso económico y su 
reinversión en el mismo territorio; (2) reducen la dependencia a actores monopólicos del sector 
privado capitalista; (3) mejoran el acceso a aprendizajes y  capacidades de gestión desde un 
enfoque solidario; (4) generan economías de escala y reducción sustantiva de costos por la 
movilización del Factor C que permite el trabajo en red; (5) Mejoran la soberanía alimentaria de 
los actores al permitir relaciones de reciprocidad en el alimento en las que se complementa la 
producción de diversos pisos ecológicos. El proceso del messe también evidenció que en los 
casos en los que se ha logrado articular  mejor circuitos cortos en el territorio (Casos de Aprocuyc, 
Paquiestancia, Canastas de la Fundación Utopía y La Minga de Cuenca), a diferencia de aquellas 
organizaciones que han desarrollado circuitos y alianzas extra locales con enfoque más 
empresarial y vinculación agro empresarial (Casos Finquero, Salinas, Simiatug o la Cooperativa 
Solidaridad) logran generar ingresos más bajos a sus asociados pero generan ingresos más 
estables, menos dependientes de intermediarios o de un sólo comprador y logran un mayor grado 
de autogestión. Además, tienden a desarrollar prácticas altamente democráticas y participativas 
desde una intencionalidad política de avanzar hacia una economía para la vida y el cuidado que 
les diferencie de otros negocios asociativos y que les permita recuperar “la unidad intrínseca que 
existe en el mundo andino de los diversos ámbitos de la vida, economía, cultura, identidad, 
comunidad entre otros, en  componentes que no se encuentran separados o disgregados en la 
práctica concreta o en lo cotidiano, sino por el contrario están unidos formando un todo” (Yaselga, 
2011).  

 Propuestas de política pública a partir de la apuesta por la articulación y 
fortalecimiento de circuitos económicos solidarios 

 A partir de la apuesta por la consolidación de circuitos económicos solidarios como una vía 
privilegiada para la transición hacia un sistema económicos social y solidario, el messe está en un 
proceso de reflexión para la construcción de propuestas de política pública adecuadas. En esta 
reflexión, es clave considerar que el marco legal ecuatoriano es ambivalente con relación a este 
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tema. Por un lado permite el uso de monedas sociales (que pudieran funcionar como mecanismo 
para los intercambios dentro de los CES) aunque las restringe al no permitir que estas sean 
administradas por las organizaciones del sector financiero popular y solidario y al restringir su 
ámbito geográfico de operación (Reg LOEPS Art. 135). Por otro lado, una cierta interpretación de 
la ley permitiría entender que los intercambios realizados entre los miembros de las 
organizaciones de integración económica y/o representativa (por ejemplo dentro de los actores 
pertenecientes al messe) podrían no tener que grabar el impuesto al valor agregado (IVA)59. En 
este caso, podría haber un incentivo importante a la conformación de circuitos económicos 
solidarios en los que se intercambien bienes, servicios y saberes en “actos económicos 
solidarios”, es decir en interacciones cerradas en donde cada uno pone su parte para compartir el 
producto de su propio trabajo, primando tres elementos: trabajo propio, recursos propios, 
cooperación entre todos. Ninguno se aprovecha de los demás, como sucede en las operaciones 
mercantiles, de comercio, o dentro de una fábrica privada. Los CES, por su capacidad de generar 
intercambios, ya no comercial sino mediante un acto solidario, de alimentos producidos de forma 
solidaria y culturalmente apropiada, también podrían ser promovidos como una estrategia de 
implementación de la legislación referida al derecho a la alimentación sana y culturalmente 
apropiada que prevé la Constitución y al apoyo a formas de agricultura orientadas al autoconsumo 
y al consumo en el mercado interno (agricultura familiar, comunal y agricultura urbana) que 
estipula el COPCI (art 57). Esta estrategia ampliaría y daría una solución efectiva a la 
preocupación por la equidad manifestada en la LOEPS Art132 que prevé que se establezcan “las 
medidas apropiadas para promover la equidad y transparencia en los intercambios comerciales 
entre el sector de la economía popular y solidaria y los demás sectores, principalmente de los 
productos vinculados a la seguridad alimentaria, evitando la persistencia de prácticas de abuso 
del poder económico”. 
 En el ámbito de políticas públicas específicas para promover los CES, se pueden 
identificar las siguientes líneas de acción: 

 Políticas públicas específicas para los actores de la economía solidaria (no para la 
economía popular ni micro y pequeña empresa)  

Las políticas de apoyo a los CES tienen que promover específicamente la articulación de actores 
con valores y racionalidades económicas no identificadas con la racionalidad del mercado auto 
regulado. Por lo tanto, la identificación de estos actores en el territorio requiere de un proceso de 
mapeo cuyo diseño metodológico, incluyendo los criterios de solidaridad, tiene que ser construido 
de forma participativa, con un rol preponderante del movimiento social que se identifica con la 
economía solidaria y con el paradigma del Sumak Kawsay, y diferenciada de acuerdo a cada 
territorio. Estos criterios no pueden limitarse únicamente a la existencia de un Factor C movilizado 
para la actividad económica o el proceso de articulación sino que además debe incluir un 
“protocolo de trabajo y membrecía basado en el compromiso y resguardo  de los principios del 
sector economía solidaria como aporte hacia un cambio de paradigma de sociedad del Cuidado y  
de Solidaridad” (Silva, 2012). Esto no significa que los actores de la economía popular no puedan 
integrarse, pero deben hacerlo con el compromiso de avanzar hacia una transformación de sus 
prácticas que de cuenta de la adopción de los valores solidarios con los que se identifican el resto 
de participantes del circuito.  
 Notemos que este proceso debería involucrar activamente a los gobiernos locales ya que  
estos sí tienen por ley el mandato específico de apoyar específicamente a la “economía social y 
solidaria” (COOTAD Art 4 lit g y Art 64 lit g y h)60. El ejemplo del proceso de mapeo de los actores 
de la economía solidaria llevado a cabo en Brasil, con la activa participación del Foro Brasilero de 
Economía Solidaria y de las universidades es un referente en este sentido. En este caso, los 
fondos públicos destinados para este mapeo, permitieron no solamente la participación activa del 

                                                 
59

 El Artículo 139 de la LOEPS indica que “Los actos solidarios que efectúen con sus miembros las organizaciones a las que se refiere 
esta Ley, como parte del ejercicio de las actividades propias de su objeto social, no constituyen hechos generadores de tributos”. 
60

 COOTAD: Artículo 4.- Fines de los gobiernos autónomos descentralizados.- Dentro de sus respectivas circunscripciones territoriales 
son fines de los gobiernos autónomos descentralizados: .../...g. El desarrollo planificado participativamente para transformar la realidad 
y el impulso de la economía social y solidaria con el propósito de erradicar la pobreza, distribuir equitativamente los recursos y la 
riqueza, y alcanzar el buen vivir; 
COOTAD Artículo 64.- Funciones.- Son funciones del gobierno autónomo descentralizado parroquial rural: .../... 
g) Fomentar la inversión y el desarrollo económico especialmente de la economía social y solidaria, en sectores como la agricultura, 
ganadería, artesanía y turismo, entre otros, en coordinación con los demás gobiernos autónomos descentralizados; 
h) Articular a los actores de la economía social y solidaria a la provisión de bienes y servicios públicos;.../... 



 31 

movimiento social sino también la incorporación de todo un sector profesores, investigadores, 
técnicos de las ONG que han tenido la deuda histórica de realizar una investigación cuya forma 
sea coherente con los valores de solidaridad y desarrollar formas de apoyo que no generen 
dependencia ni aculturación de los procesos locales. Como indica Silva (2012), “La investigación 
sobre estos temas no  puede ser visto como una elaboración tradicional del modo de generar 
conocimiento por la academia, pues parte importante de estos saberes están contenidos en los 
propios actores y agentes que hacen esta economía alternativa”. En este sentido, el 
fortalecimiento desde las Universidades y otros centros de conocimiento de espacios ya 
existentes en dónde se ha hecho efectivo el dialogo intercultural de saberes, como los Grupos de 
Trabajo de ES que funcionan dentro del messe, son una real alternativa a las tradicionales formas 
verticales de conocimiento que no son compatibles con el paradigma del Sumak Kawsay. Así, 
estos espacios podrían jugar un rol clave no sólo en el proceso de identificación de los actores 
sino también en la elaboración de metodologías apropiadas para la evaluación de los resultados 
de los procesos de los CES, desde un enfoque solidario, es decir que no sólo consideren 
beneficios monetarios sino que “pueden implicar trabajos, servicios e intercambios del ámbito de 
la salud, la formación, el cuidado del ambiente, el rescate de tradiciones y productos ancestrales, 
la gestión o las relaciones humanas” (Yaselga, 2011). 

 Políticas para permitir, propiciar y facilitar la consolidación de CES a nivel territorial a 
través de políticas de uso del espacio público y de acompañamiento 

 El proceso del messe ha mostrado que la participación de los actores de la economía 
solidaria en ferias locales, redes de ferias y espacios públicos utilizados para el intercambio 
monetario o no monetario de productos (por ej. Trueque, venta directa al productor, etc.) es un 
factor que facilita la articulación de CES. Incluso algunos actores del messe han diseñado 
proyectos de construcción de biocentros o centros de intercambio de la economía solidaria en los 
que puedan tener un espacio diversos tipos de actores ofreciendo bienes y servicios desde un 
enfoque solidario. En la experiencia del messe, estos espacio no son únicamente lugares de 
comercio como pueden ser los mercados sino que son espacios de visibilización y construcción de 
una identidad colectiva del sector.  
 La normativa delega a los gobiernos autónomos descentralizados la tarea de generar 
espacios adecuados para proteger y apoyar los procesos comerciales (acopio, distribución, 
espacios de comercialización) de personas y organizaciones pertenecientes a la economía 
popular y solidaria (LOEPS Art 133 y 134). Es interesante en cuanto no se limita a hablar de 
plazas y mercados sino que amplía esta tarea a todo lo que es “pasajes comerciales, recintos 
feriales y mercados u otros”. Sin embargo, no cumple con una de las demandas más importantes 
de los actores de la economía solidaria que es la diferenciación clara de los espacios para el 
expendio de productos de la economía popular y aquellos para el expendio de productos 
provenientes de la economía solidaria sino que, como en todo el cuerpo legal, ambas categorías 
se encuentran indiferenciadas. Sin embargo, notemos que en el COOTAD Art 54 lit h61, entre sus 
funciones está la de promover específicamente, ya no la economía “popular” y solidaria sino la 
economía “social” y solidaria. A pesar de que esta diferencia en la legislación pudo haber sido 
casual, los actores de la economía solidaria la podrían aprovechar para establecer la distinción 
entre ambas formas económicas en lo que concierne a la asignación de espacios públicos para la 
comercialización. Cabe notar que en el caso de mercados y ferias, esta distinción es muy 
importante ya que permite a los consumidores hacer la diferencia y poder elegir hacer su compra 
en un lugar en el que le está garantizado que hay ciertos principios y valores solidarios que 
orientan los procesos económicos del conjunto de productores. Esto también es esencial puesto 
que permite a los productores que participan en un espacio determinado construir procesos 
económicos solidarios entre ellos tales como sistemas participativos de garantía y otras formas de 
garantía solidaria, marca común, intercambios no mercantiles, etc. 
 Las organizaciones de la economía solidaria tienen un interés en trabajar conjuntamente 
con los gobiernos locales en la implementación de ordenanzas que permitan hacer la distinción 
clara entre espacios de comercialización para la economía popular y aquellos destinados a la 
economía social y solidaria. Esta distinción requerirá un mecanismo de diferenciación de ambas 
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formas de economía que tiene que ser construido y gestionado con la participación de las 
organizaciones de la economía solidaria. De igual manera, se requerirá la construcción de una 
regulación específica para los espacios de comercialización de la economía solidaria en la cual 
deben estar plasmados los valores y principios específicos de esta forma particular de economía. 
Las organizaciones de la economía solidaria tienen un interés particular en trabajar conjuntamente 
con los gobiernos locales para ampliar la idea de que el expendio de los bienes y servicios de la 
economía solidaria debe hacerse exclusivamente en plazas y mercados. Se puede trabajar en el 
sentido de incluir, en todos los proyectos financiados parcial o totalmente por el gobierno local, 
especificaciones que obliguen a que se genere espacio público de calidad en el cual se privilegie 
la colocación de espacios de comercialización de productos y servicios de la economía solidaria. 
 Por otro lado, los gobiernos locales podrían jugar un rol importante en facilitar espacios, 
recursos logísticos y tiempo de sus funcionarios para acompañar procesos de encuentro y 
articulación de los actores de la economía solidaria en el territorio. Es clave notar que sería 
recomendable sea el movimiento social quién lidere el proceso y el gobierno local juegue más 
bien un rol de facilitador en términos logísticos, de secretaría, convocatoria, etc. dejando a los 
actores más dinámicos del sector solidario la tarea del diseño metodológico y la conducción de los 
encuentros. De esta manera se propiciaría que las prácticas de articulación no adopten la lógica 
del sector público ni sean dependientes de la voluntad de los gobiernos de turno. Para esto, se 
podría trabajar con gobiernos locales que han llevado a cabo procesos de participación ciudadana 
y que tienen la apertura y el conocimiento de cómo se logra articulaciones virtuosas entre la 
gestión pública y la acción de la sociedad civil. Además, en este proceso cobran nuevamente 
sentido las propuestas de nuevas formas de gestión territorial como la regionalización, la 
construcción de mancomunidades y otras formas de articulación entre gobiernos locales. 
Efectivamente, estos pueden ser espacios en los que dentro del paradigma de la economía social 
y solidaria puedan reflejarse y sostenerse nuevas bases territorial-regionales basadas en una 
visión común sobre los objetivos claves de un proyecto de convivencia. Según Coraggio (2009) 
“por ejemplo, una mayor autarquía alimentaria puede ser un paso para un intercambio y una 
cooperación interregional sin relaciones de dependencia asimétrica” y que configura nuevas 
formas territoriales muchas veces no institucionalizadas en el pasado porque no eran funcionales 
a la lógica del capital. 
 El uso de la herramienta de los CES en estos espacios de articulación es fuertemente 
recomendada por el messe (Silva, 2012) ya que permite:  

 Una forma didáctica de comprender el proceso económico  del cual se es parte y sobre el cual se 
puede hacer gestión técnica y estratégica.  

 Identificar las relaciones, los grados de gestión económica y las fuerzas de los agentes 
económicos dominantes en el territorio, desde una mirada política al funcionamiento de la 
economía en el territorio, como base para el diseño de estrategias de incidencia política y social 

 Identificar las relaciones, intercambios y racionalidades alternativas que se pueden tejer  
 Proyectar una estrategia para gestionar los CES, tanto en sus partes técnicas como en sus 

dimensiones socio políticas. 

 Políticas que permitan un acceso privilegiado de los actores de la economía solidaria a 
infraestructura y tecnología solidaria que permita dar valor agregado, almacenar y 
transportar los bienes producidos por este sector 

 El estudio del messe permite evidencia que la cuestión de la industria y la provisión de 
insumos, máquinas y herramientas es crítico aún para el sector. Muchos actores tienen aún una 
real dependencia de empresas agroindustriales controladas por monopolios. Además, es evidente 
que los actores de la economía solidaria que han logrado incorporar procesos solidarios de 
agroindustria en su circuito tienen muchas mayores opciones de mejorar sus ingresos 
económicos. Por lo tanto, el establecimiento de márgenes o criterios preferencia para que los 
actores de este sector puedan acceder de forma preferencial a los programas públicos de este 
tipo es clave.  

 Políticas específicas de fortalecimiento al movimiento social de economía solidaria 

 El sector público también puede jugar un rol importante en la consolidación de los 
movimientos sociales que se identifican con la economía solidaria y con el paradigma del Sumak 
Kawsay, no solamente a nivel territorial sino también nacional. En efecto, estos movimientos 
juegan un papel fundamental en el fortalecimiento de las  articulaciones entre las experiencias, 
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tanto en lo local como en lo interregional, donde el movimiento conforma un espacio de 
conexiones  e informaciones para las alianzas e intercambios pero además un aval de criterios de 
acción bajo ética solidaria (Silva, 2012). El movimiento también tiene la posibilidad de detectar 
problemas y oportunidades como sector y generar propuestas que rebasen lo territorial e incluso 
el sector de la economía solidaria. Así, el movimiento social tiene el importante desafío de    
desenmascarar las prácticas y los discursos políticos que, haciendo uso del discurso del Sumak 
Kawsay y de la economía solidaria, en realidad continúan profundizando el modelo hegemónico 
excluyente y explotador. Esta “apropiación” de un discurso emancipador por los actores políticos 
que en realidad solo buscan perpetuar sus prácticas antiguas es, como ya lo mostró Escobar 
(2007) uno de los recursos más efectivos que tiene el capitalismo para perpetuar sus prácticas y 
por lo tanto, constituye quizás el mayor riesgo en el camino hacia concretar la aplicación del 
paradigma del Sumak Kawsay en un cambio radical de nuestra acción colectiva para la 
transformación social. Finalmente juegan un rol importantísimo en  promover el cambio de 
prácticas políticas al interior de todas las instancias de organización social para que sean cada 
vez más coherentes con los valores de solidaridad.  
 La posibilidad del sector público de apoyar estos movimientos sociales sin funcionalizarlos 
o desnaturalizarlos para que sirvan a sus intereses políticos, depende en gran medida del diseño 
de mecanismos de apoyo financiero asignados en procesos participativos y transparentes, que 
además permitan total independencia a los movimientos sociales en el destino y los mecanismos 
de su utilización, así como de los procesos de evaluación y control social del uso de los mismos.  

 

★ Políticas de participación ciudadana territorializada 

 Por último, la reinstalación de formas de participación ciudadana a nivel territorial, que  

den realmente testimonio del dialogo intercultural polilógico constituye la esencia de la 
comunicación entre el sector público y la sociedad civil en el marco del Sumak Kawsay. La 
participación ciudadana en el marco del Sumak Kawsay reconoce explícitamente por ejemplo que, 
“no es posible planificar en beneficio de todos y cada uno de los sectores, sino que la 
determinación de los objetivos implicará ‘tomar partido’” Coraggio (1987) en favor de las acciones 
que permitirán hacer realidad mejor el Sumak Kawsay. Esta forma renovada de participación 
ciudadana requiere movilizar unos tiempos y unas herramientas que permitan realmente el 
reconocimiento del otro. Esto implica dejar de lado la idea casi “ingenua” de que pueden haber 
métodos “rápidos” de diagnóstico y de análisis de realidades complejas por medio de la 
participación. La aplicación por décadas de herramientas rápidas de participación ciudadana 
demostró que a través de estas metodologías el proceso de participación ciudadana se vuelve 
más funcional a un objetivo de eficiencia que a uno de construcción de una identidad colectiva que 
requiere el tiempo del “enamoramiento”, del dialogo de saberes, del conocimiento de los 
significados detrás de las palabras y los símbolos utilizados por el otro.  

 Conclusión: Posibilidades de convergencia entre las políticas de 
circuitos socio-económicos impulsados por el Estado y el enfoque de 
circuitos económicos solidarios del movimiento social messe 

 Este caso de estudio hace evidente que los objetivos y estrategias que han perseguido el 
sector público por un lado y el movimiento social de economía solidaria por otro para promover el 
avance hacia un sistema económico social y solidario han sido muy diferentes. El sector público 
ha priorizado esencialmente la intervención en favor de la economía popular, con un objetivo claro 
de mejorar las opciones de vida para un sector importante de la población que está en 
condiciones de mucha vulnerabilidad. Para esto, ha movilizado el presupuesto de compras 
públicas en favor de este sector y ha generado procesos de transformación de la institucionalidad 
que le permitan adaptarse a las condiciones y necesidades específicas de estos actores. En este 
camino, ha logrado reducir la tradicional separación entre las políticas sociales y las políticas 
económicas y cuestionar el rol del Estado como simple facilitador de procesos de mercado auto 
regulado para convertirlo en un actor virtuoso en el mercado para reducir las desigualdades y 
formas de explotación que allí se generan. Por su lado, el movimiento de economía social y 
solidario del Ecuador-messe, ha puesto énfasis en generar un reconocimiento de la existencia de 
una multiplicidad de iniciativas de economía solidaria en los territorios que dan cuenta de que otra 
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forma de economía es posible, desde relaciones marcadas por lógicas de respeto y celebración 
del cuidado y mantenimiento de la vida, de armonía con el entorno natural y de valoración de la 
interculturalidad. Además, ha desarrollado un concepto y una herramienta, los circuitos 
económicos solidarios, que permitan la articulación de estas iniciativas para mejorar sus 
resultados económicos, la construcción de un sujeto político, la profundización de prácticas 
económicas de reciprocidad y autoconsumo, y en general, el establecimiento de relaciones 
marcadas por la armonía entre seres humanos y con otros seres vivos y no vivos. 
 A pesar de esta clara divergencia de enfoque, ambas iniciativas tienen el potencial de ser 
profundamente complementarias. En efecto, el sector público tendría un interés real en 
complementar sus programas dirigidos al sector de la economía popular con programas 
específicos destinados al sector de la economía solidaria por las siguientes razones: 

 El fortalecimiento del sector de la economía solidaria puede ser un puntal para mostrar con 
ejemplos concretos al resto de la sociedad que la aplicación de un paradigma del Sumak Kawsay 
no es un sueño irrealizable ni que atenta contra el bienestar de las personas sino que permite una 
vida más plena y armoniosa. 

 Las estrategias de apoyo al sector de la economía solidaria pueden constituirse en verdaderos 
espacios de aprendizaje para los funcionarios públicos sobre formas de hacer política, modelos de 
gestión, formas de comunicación y procesos de toma de decisiones realmente participativos y 
solidarios que luego pueden ser replicados en los programas dirigidos hacia la economía popular 
y a otros sectores. 

 El sector público podría promover la progresiva integración de las iniciativas de economía popular 
que participan en sus programas de compra pública inclusiva en los circuitos económicos 
solidarios existentes en sus territorios. Así, reduciría su dependencia a la compra pública y a la 
vez promovería la adopción progresiva de valores solidarios en sus prácticas. 

 Las acciones realizada por el Instituto de Economía Popular y Solidaria al interior del Estado para 
hacer que otros ministerios y entidades del sector público adopten modos de gestión más 
coherentes con el Sumak Kawsay y que promuevan en sus programas la economía popular y 
solidaria podría verse fortalecida por una acción conjunta de incidencia con el movimiento social. 

 La implementación de programas específicos de apoyo a los circuitos económicos solidarios 
permitiría convocar no sólo a representantes de las experiencias de economía solidaria en un 
territorio específico, sino a estudiosos del tema, ONG, activistas de movimientos sociales y 
gobiernos locales en una plataforma desde la que se construya desde un dialogo de saberes y 
una puesta en común de recursos la política pública de fomento a la economía social y solidaria 
 Sin embargo, la efectiva articulación del Estado con los movimientos sociales pasa por un 
cambio radical en su postura con relación a la participación ciudadana. En efecto, avanzar desde 
la institucionalidad pública a la aplicación del paradigma del Sumak Kawsay no pasa únicamente 
por cambiar sus herramientas de gestión. Requiere un compromiso real por permitir que la política 
pública se diseñe y se configure desde y con la experiencia y práctica de aquellos grupos de la 
sociedad que están efectivamente viviendo y ejerciendo otras formas de relación entre los seres 
humanos y con los otros seres vivos y no vivos del entorno natural. A su vez, requiere un 
compromiso abierto y tenaz por parte del movimiento social de buscar los mecanismos más 
idóneos de aproximación a los funcionarios y políticos; mecanismos que, desde la tolerancia y el 
reconocimiento de la lógica intrínseca del sector público, les permita ir “enamorándose” – y por lo 
tanto abrirse a conocer y vivenciar-  este otro modelo de humanidad que promueve la práctica real 
de la economía solidaria en Ecuador. En este camino, podemos soñar con que algunos de ellos 
se constituyan en una nueva clase política que empiece a dar testimonio de la profunda 
transformación de la institucionalidad y del contenido y forma de acción pública que es necesaria 
para poder realizar el transito hacia el paradigma del Sumak Kawsay. 
 
Anexo 1: Organizaciones de economía solidaria por tipo de actividad realizada 
 

Tipo de actividad solidaria % 

Producción de alimentos de forma solidaria (incluye agricultura orgánica, agroecología, granjas 
integrales, crianza respetuosa de animales menores, producción de abono orgánico, 
apicultura, pesca artesanal asociada y manejo respetuoso de recursos naturales) 

37,9% 
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Tipo de actividad solidaria % 

Comercialización asociativa y espacios de intercambio alternativos, en su mayoría de 
alimentos (comercio justo de exportación, trueque, canastas solidarias, ferias de venta directa 
del productor al consumidor) 

35,9% 

Procesamiento de alimentos (lácteos y otros) 10,3% 

Artes y confecciones realizadas en organizaciones solidarias 7,2% 

Servicios de salud y educación desde un enfoque solidario 3% 

Servicios de turismo comunitario 2% 

Servicios de alimentación (Asadero de cuyes, restaurante, comidas típicas, pasteles, etc.) 1,9% 

Otras actividades (energías renovables, reciclaje, legalización de tierras, etc.) 1% 

Nota: Los porcentajes fueron calculados en base una identificación de 203 organizaciones de economía solidaria del sector no financiero a nivel 
nacional realizado por el messe. Aunque esta identificación no constituye un mapeo de este sector, sí puede servir como una muestra 
representativa de la  forma en la que se organiza el sector por actividades de interés 
Fuente: González (2009), Caracterización e identificación de experiencias de economía solidaria en los ámbitos de producción, distribución  y 
consumo de bienes y servicios, movimiento de economía social y solidaria del Ecuador-messe 
Elaboración: La autora 
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